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A finales del mes de septiembre de 2006, en tiempos de arranque del segundo 
periodo de presidencia de la República de Alan García, la Comisión de Defensa 

del Congreso de la República del Perú celebró una sesión sobre la permeabilidad de 
la frontera con Ecuador por la Cordillera del Cóndor. Comparecían el ministro de 
Asuntos Exteriores, José Antonio García Belaúnde, y el ministro de Defensa, Allan 
Wagner. El asunto se entendía en términos de soberanía peruana amenazada por ac-
tividades informales extractivas de recursos emprendidas desde Ecuador. El minis-
tro Wagner pronunció una frase que define una política de fondo contra los pueblos 
indígenas de la zona: “La nueva concepción en el mundo es transitar de la seguridad de-
fensiva a la seguridad corporativa”; dicho de otra forma, de la seguridad proporcionada 
por los ejércitos a la seguridad suministrada por las empresas ignorando siempre, 
para una como para otra fase, la presencia indígena, la de los pueblos awajún y 
wampis en el caso. Otras alternativas se ignoran, inclusive una que se había demos-
trado operativa.

En dicha zona fronteriza con Ecuador venía existiendo para el Perú una alterna-
tiva que tomaba ante todo en cuenta la presencia indígena. Aunque unos Ministros 
quisieran finalmente ignorarlo a efectos prácticos, el territorio de referencia es in-
dígena, de unas comunidades para las cuales el problema pudiera no ser tanto la 
permeabilidad de la frontera como la frontera misma, por su efecto de división de 
los propios pueblos, los indígenas. En todo caso, las comunidades del lado peruano 
de la frontera entre Estados se habían venido acomodando por la forma concreta de 
actuación militar en la fase de “seguridad defensiva”. Al contrario que dichos miem-
bros del Gobierno, el Ejército había venido no sólo tomando en consideración la 
presencia indígena, sino también contando con ella para la defensa de la frontera. En 
un territorio conocido y dominado por las comunidades indígenas, no se pudo pres-
cindir de ellas para una implantación del Estado que en principio sólo fue militar. 
Y las comunidades de los pueblos awajún y wampis cooperaron con contrapartidas 
por supuesto, la del compromiso de reconocimiento del dominio indígena mediante 
el registro de las propiedades comunitarias y la de entrenamiento militar de los pro-
pios indígenas fundamentalmente. 

Desde que Perú ratifica a finales de 1993 el Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes, y se produce la entrada en vigor del mismo a principios de 1995, existe 
en el ordenamiento peruano el derecho de los pueblos indígenas a la consulta “de 
buena fe”, “mediante procedimientos apropiados”, “a través de sus instituciones repre-
sentativas”, las de dichos pueblos, y “con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr 
el consentimiento” acerca de las “medidas legislativas o administrativas susceptibles de 
afectarles directamente” (art. 6 del Convenio), lo que puede desde luego fortalecer 
la referida práctica de acuerdos en el área fronteriza. Sin embargo, se produce por 
entonces un acontecimiento que la vigoriza de hecho en mayor medida. A los mis-
mos principios de 1995, coincidiendo con la entrada en vigor del Convenio 169, 
se desencadenó un enésimo conflicto fronterizo armado con Ecuador en el que 
Perú contó con el decisivo apoyo militar del pueblo awajún. Para las consiguientes 
negociaciones con Ecuador que conducirían al trazado definitivo de la frontera en 
1998, Perú contaría con las comunidades indígenas cumpliendo en efecto a este 
propósito, aunque no se formulase expresamente de este modo, con las disposicio-
nes del Convenio 169.

Prólogo
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El Tratado de Fronteras o Acuerdo Amplio Ecuatoriano-Peruano de Integración 
Fronteriza, Desarrollo y Vecindad de 1998 contiene previsiones sobre la presencia in-
dígena: “Las Partes darán prioridad a las siguientes líneas de acción: (…) Desarrollar estudios 
y proyectos ambientalmente sostenibles para el mejoramiento de las condiciones de vida de las 
comunidades nativas, contando con la activa participación de sus pobladores” (art. 11.l; Ecua-
dor había ratificado pocos meses antes el Convenio 169), junto a otras líneas de acción 
sobre extremos bien sensibles para las que la presencia indígena no se tiene específi-
camente en cuenta: “Aprovechar de manera coordinada los recursos mineros que se encuen-
tran en las zonas fronterizas de los territorios de ambos países conforme al marco jurídico que 
establezcan las Partes a través de un Convenio sobre Integración y Complementación Minera” 
(art. 11.i), Convenio que se acuerda y ratifica por ambas partes con toda diligencia 
acto seguido, en 1999. Entre compromisos adicionales al Acuerdo Amplio garantiza-
dos por los Jefes de Estado de Argentina, Brasil, Chile y Estados Unidos se incluye uno 
que afecta al territorio awajún y wampis, el de constitución de una “zona de protección 
ecológica bajo soberanía y jurisdicción del Estado respectivo” contemplándose la presencia 
indígena, aunque no en términos de consulta o participación: “Los miembros de las co-
munidades nativas de la región podrán transitar libremente entre las zonas ecológicas” (Punto 
de Vista Vinculante de los Jefes de Estado de los Países Garantes del Protocolo de Paz, 
Amistad y Límites de 1942, puntos 7º y 8º, del mismo año 1998).

En Perú los compromisos con Ecuador, además de alguna de la subsiguiente re-
glamentación, se consultaron con las comunidades indígenas. Ya no sólo se trataba 
de acuerdos con el Ejército. En 1997, teniéndose a la vista el Tratado de Fronteras que 
al fin se llamaría Acuerdo Amplio (acuerdo ampliado a partir del referido Protocolo 
de Paz, Amistad y Límites de 1942), el Gobierno convocó a los representantes de las 
comunidades indígenas afectadas a una reunión en Torre Tagle, el palacio virreinal 
limeño que es ahora sede del Ministerio de Asuntos Exteriores, no sólo para su-
ministrar información, sino también para irse acordando la concreción del Tratado 
sobre la base del respeto a los derechos territoriales de parte indígena. Ahí se fue 
perfilando el área de la zona de protección ecológica de la Cordillera del Cóndor, la 
Reserva Nacional Ichigkat Muja, a fin de recabarse el consentimiento indígena por 
la cesión de derechos que implicaba de su parte. Como tal zona protegida, la Cor-
dillera no podría titularse como comunitaria, pero los negociadores no dejaron de 
asegurarse de que la misma seguiría siendo territorio indígena, con la participación 
consiguiente en su gestión; de que se titularían las propiedades comunitarias del 
resto del territorio y ampliarían las ya tituladas, y de que se crearían Reservas Co-
munales bajo la gestión de las comunidades mismas. La dependencia de las tierras 
bajas de las cuencas fluviales respecto a las altas por el flujo y saneamiento de las 
aguas, así como la necesidad de áreas extensas para la disposición y renovación de 
recursos, son factores que requieren tales seguridades de manejo del territorio. Los 
acuerdos se formalizaron por escrito mediante las debidas actas. Siguió un proceso 
de debate y acuerdo sobre el terreno por parte de las asambleas de las comunidades 
con presencia y compromiso de instituciones del Estado.

El Gobierno informó sobre el Tratado de Fronteras inminente con Ecuador, pero 
no lo hizo respecto a todos los extremos que podrían afectar a la parte indígena. Se 
ocultó particularmente información sobre el citado parágrafo “i” del artículo 11: “Las 
Partes (Perú y Ecuador) darán prioridad a las siguientes líneas de acción: (…) Aprovechar 
de manera coordinada los recursos mineros que se encuentran en las zonas fronterizas de los 
territorios de ambos países conforme al marco jurídico que establezcan las Partes a través de 
un Convenio sobre Integración y Complementación Minera”. En realidad, el Gobierno ya 
venía otorgando concesiones mineras en la Cordillera del Cóndor desde cerca de un 
lustro antes. Con la cobertura de dicho parágrafo del Acuerdo Amplio y contra, por 
tanto, del Convenio 169, la conjunción de intereses entre una política desarrollista 
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mediante la extracción de recursos naturales de una parte y, de otra, la disposición 
codiciosa de las compañías mineras a la depredación sin paliativos se conjuró para 
subvertir el acuerdo estatal-indígena, el Pacto de Torre Tagle como puede llamársele. 
Por una parte, se frenó el establecimiento de la Reserva o Parque Nacional Ichigkat 
Muja para reducirse su extensión; por otra, se ralentizó el proceso de titulación de 
propiedades indígenas y se demoraron las ampliaciones. Y fueron por su parte las 
concesiones mineras las que se incrementaron y reforzaron. Una institución guber-
namental a la que le había correspondido un importante papel en la información a 
las comunidades para la ratificación del Pacto de Torre Tagle, el Instituto Nacional 
de Recursos Naturales, se resistió a dicha evolución, pero lo que consiguió fue que 
se procediera a una reconfiguración de poderes para blindar las pretensiones de las 
compañías mineras frente a los derechos de los pueblos indígenas.

El Ministerio de Energía y Minas toma el poder en cuanto no sólo a la promo-
ción, sino también a la supervisión de las concesiones mineras, inclusive en todo 
lo referente a la estimación de su impacto. Para cubrirse las apariencias se crea en 
2008 un Ministerio del Ambiente sin control alguno sobre tales procesos. Ahí, en este 
contexto subversivo del Pacto de Torre Tagle, cobra sentido la frase pronunciada por 
Allan Wagner en su calidad de ministro de Defensa en 2006: “La nueva concepción 
en el mundo es transitar de la seguridad defensiva a la seguridad corporativa”, esto es a la 
seguridad de la ocupación del área fronteriza por las compañías mineras, peruanas 
y foráneas, frente a los pueblos indígenas. Poco importa al Gobierno la violación 
del Pacto de Torre Tagle por la invasión de tierras y destrucción de recursos indíge-
nas. Tampoco le preocupa que pueda vulnerarse una disposición de la Constitución: 
“dentro de cincuenta kilómetros de las fronteras, los extranjeros no pueden adquirir ni poseer, 
por título alguno, minas, tierras, bosques, aguas, combustibles ni fuentes de energía, directa 
ni indirectamente, individualmente ni en sociedad, bajo pena de perder, en beneficio del Es-
tado, el derecho así adquirido” (art. 71). Añade este artículo que cabe excepción “caso de 
necesidad pública expresamente declarada por decreto supremo”, pero el Gobierno evita el 
compromiso de estas declaraciones cuando de lo que se trata es de mantener lo más 
posible desinformada a la parte indígena sobre la amenaza contra sus derechos por 
el incumplimiento deliberado y sistemático del Pacto de Torre Tagle. 

Las compañías mineras ya están por entonces prestas para introducirse por te-
rritorios cercanos y en la Cordillera del Cóndor depredando recursos, arrasando 
tierras y emponzoñando aguas, hasta el envenenamiento literal, por los residuos 
tóxicos de sus actividades. Están ya creándose en suma condiciones de un alcance 
verdaderamente genocida según van mostrando las experiencias cercanas. El Go-
bierno no las ignora, sino que las fomenta. Durante la primera mitad del año 2008 
se intenta redondear la faena con la promulgación de una serie de decretos que de-
bilitan extremamente los procedimientos de consulta a las comunidades indígenas 
y desmantelan casi por completo los mecanismos de protección de sus propiedades. 
Tamaña subversión tanto del Pacto con las comunidades como del Acuerdo Amplio 
con el Ecuador no puede mantenerse en secreto una vez que sus consecuencias es-
tallan nada figuradamente ante la vista indígena. El Estado vecino, el Ecuador, se 
muestra complaciente y cooperativo, pese a que la complicidad vulnera en mayor 
medida su propia y flamante Constitución, pero las comunidades indígenas no se 
resignan a sufrir el asalto de las mineras y de otras empresas extractivas. Ahí, en 
este contexto de depredación y devastación, también cobra sentido el levantamiento 
de los pueblos awajún y wampis con la reacción gubernamental que conduce a la 
masacre de Bagua del 5 de junio de 2009, una masacre por la que todavía no se han 
depurado responsabilidades ni políticas ni militares o, lo que es todavía peor, una 
masacre ante la que ningún ni ninguna responsable de la política o de la milicia ha 
dado muestra ninguna de recapacitación. La impunidad lo permite. Algún que otro 
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decreto contrario a garantías de derechos indígenas ha sido derogado, lo que no es 
poco importante desde luego, pero el designio del desarrollo depredatorio, la con-
cepción de la seguridad corporativa y las consiguientes políticas de consecuencias 
genocidas no se han modificado en modo alguno.

La Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, adoptada por la 
Asamblea General de Naciones Unidas el 13 de septiembre de 2007, con el voto 
favorable del Perú contribuyendo a una mayoría de cerca de un centenar y medio 
de Estados, dispone en el parágrafo primero de su artículo 37: “Los pueblos indígenas 
tienen derecho a que los tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos concertados con los 
Estados o sus sucesores sean reconocidos, observados y aplicados y a que los Estados acaten 
y respeten esos tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos”. Podrá discutirse si el 
Pacto de Torre Tagle es un tratado, pero resulta indudable que constituye un acuerdo 
y arreglo constructivo. En consecuencia, los pueblos awajún y wampis tienen derecho 
a su estricto cumplimiento y a la reparación por los perjuicios de todo género que 
su incumplimiento ha producido. Repásese en toda su extensión la Declaración de 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas para ver la larga serie 
de derechos pendientes, por cotidianamente violados, frente tanto a la República del 
Perú como a las compañías extractivas.

Recordarle al Congreso, a la Justicia y al Gobierno peruanos tal tipo de obligacio-
nes internacionales con unos pueblos equivale hoy por hoy a dirigirse a oídos abso-
lutamente sordos, a oídos taponados a flor de tímpano por el peor de los oclusivos 
en la comunicación entre seres humanos, el racismo. Constitutivamente racista como 
sigue siendo, la República del Perú no sólo es que no esté comportándose de cara a los 
pueblos indígenas con la buena fe requerida por el Convenio 169 y por el más elemental 
sentido de la honestidad política, sino que lo hace como un verdadero rogue state al 
servicio de rogue corporations, como un Estado criminal y cómplice de criminales, cóm-
plice de unas empresas con nombres propios e identidad confusa y cómplice también 
del Estado vecino. ¿Se responderá alguna vez de unos crímenes que pudieran estar 
alcanzando nada menos que a constituir el gravísimo tipo delitictivo de genocidio? 

Recuérdese la definición de los apartados “b” y “c” del artículo segundo de la 
Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio e iguales pará-
grafos del artículo sexto del Estatuto de la Corte Penal Internacional: “se entiende por 
genocidio cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención 
de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal: (…) 
lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo; sometimiento inten-
cional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total 
o parcial (…)” Perú ratificó la Convención en 1960 y el Estatuto en 2001; Ecuador en 
1949 y 2002 respectivamente.

Supongo que este prólogo puede dar por satisfecha su función. Ya se habrá po-
dido entender el título del informe que sigue, la Crónica de un Engaño. Se trata en 
verdad de más de un engaño, el del Perú a los pueblos awajún y wampis y el del 
Perú y del Ecuador a la comunidad internacional que a estas alturas ya no es afortu-
nadamente tan sólo la formada por los Estados y como tal, entre ellos, complaciente, 
por no decir también que cómplice. El informe ofrece crónica cumplida y análisis 
concienzudo de las relaciones entre el Perú y el pueblo awajún con los intereses de 
la minería de por medio.							                     

Bartolomé Clavero 
Foro Permanente de Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas

http://clavero.derechos indigenas.org
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Introducción

“Con Alan García está empezando el tiempo contemporáneo de acabar a los indígenas”1

Este documento argumenta y demuestra que el Estado peruano ha actuado de 
mala fe al recortar la propuesta original de creación de un Parque Nacional Ichi-

gkat Muja acordado con las comunidades Awajún y Wampis de la cuenca del Ce-
nepa en cuyo territorio se encuentra la Cordillera que esta área natural protegida 
buscaba conservar. Demuestra también que el Estado peruano ha actuado así para 
beneficiar a los intereses mineros y a un grupo de mineros con vinculaciones políti-
cas. Con ello pone en riesgo el territorio de estos pueblos y desafía sus derechos y las 
normas nacionales e internacionales que los resguardan.

El Estado peruano ha optado por afirmar un modelo de desarrollo que se susten-
ta fuertemente en la ampliación de las fronteras de exploración petrolera y minera a 
expensas de los derechos indígenas. Durante este período no se han generado me-
canismos institucionales ni normativos satisfactorios que verdaderamente garanti-
cen los derechos colectivos de los pueblos indígenas que resultan impactados por 
los proyectos que autoriza el gobierno central. Pero como ha sido reconocido por 
el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de las Naciones Unidas 
(CERD) en otras ocasiones, “los objetivos de desarrollo no justifican las violaciones de los 
derechos humanos y que, junto al derecho a explotar los recursos naturales, están las obliga-
ciones específicas y concomitantes hacia la población local”.2

Al respecto, es pertinente recordar que el Comité ha expresado en diversos do-
cumentos que la Convención se aplica a poblaciones indígenas y tribales y requiere 
que los Estados Partes “reconozcan y protejan los derechos de las poblaciones in-
dígenas a poseer, explotar, controlar y utilizar sus tierras, territorios y recursos…, 
” así como su derecho a participar en y dar su consentimiento a actividades que 
podrían afectar sus derechos, y recibir restitución por el derecho a una  “justa, y 
pronta indemnización”3 . En armonía con ello, el Comité también ha señalado “que 
deben tomarse todas las medidas apropiadas para combatir y eliminar dicha discriminación” 
contra pueblos indígenas y tribales. La Recomendación General XXIII de la CEDR 
señala que una de las amenazas más graves que vienen enfrentando las poblaciones 
indígenas y tribales es la desposesión de tierras y recursos para fines de explotación 
de recursos y observa que estas amenazas se encuentran directamente relacionadas 
a la preservación de la identidad cultural e histórica.  

La Cordillera del Cóndor hace parte del territorio tradicional de los Pueblos 
Awajún y Wampis y así lo ha reconocido el Estado peruano en reiteradas ocasiones, 
incluyendo el proceso en el marco del cual se definió la propuesta de creación del 
Parque Nacional Ichigkat Muja. Sin embargo, el Estado ha procedido a tomar la de-
cisión de recortarlo para dar lugar a la minería, introduciendo un intolerable riesgo 
sobre el territorio de los Pueblos Awajún y Wampis, de manera clandestina. 

En este proceder, entre otras, se ha configurado una vulneración del artículo 27 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Sobre los alcances de este 
artículo, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha declarado que 
“Cuando se planifican acciones que afectan a miembros de comunidades indígenas, el Estado 
Parte debe prestar una atención primaria a la sostenibilidad de la cultura y estilo de vida in-
dígenas y a la participación de los miembros de las comunidades indígenas en las decisiones 
que los afecten…”.4 Las consideraciones especiales en cuanto a las decisiones que el 
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Estado adopta en los territorios indígenas, forman parte de los elementos que garan-
tizan su propiedad colectiva, y al incumplirlos se vulnera este derecho. 

En el mismo sentido la CIDH, en aplicación de las disposiciones de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, ha determinado5 que “se debe consultar 
con [los pueblos indígenas] en las primeras etapas del plan…y no únicamente cuando 
surja la necesidad de obtener la aprobación de la comunidad”.

El Relator Especial para Pueblos Indígenas también ha aclarado que el deber de 
consultar de manera previa constituye un deber del Estado aún cuando se afecten 
tierras no tituladas:

“25. (…) el hecho de que el área esté fuera de una comarca [titulada, n.a] no justifica 
la falta de aplicación cabal del derecho a la consulta libre, previa e informada. Indepen-
dientemente del carácter jurídico que en el ámbito del derecho interno puedan tener 
las tierras y recursos naturales en cuestión, cuando un proyecto tiene un impacto 
significativo sobre la vida o existencia de comunidades indígenas, como es el 
caso de la inundación de los lugares donde viven y llevan a cabo actividades para su 
subsistencia y del reasentamiento de sus miembros, la consulta deberá realizarse con 
el fin de conducir al consentimiento de las comunidades afectadas antes de la apro-
bación del proyecto, tal como lo señalan la Declaración de la ONU en sus artículos 
10 y 19, y el Convenio 169 de la OIT”.6

Las obligaciones de consulta no solo abarcan al Estado sino que las responsabilida-
des empresariales privadas son exigibles, como lo ha recordado el Relator Especial 
para Pueblos Indígenas con referencia a Panamá, ya que éstas deben actuar confor-
me a las normas internacionales de derechos humanos, que en este caso son también 
ley nacional. 

Finalmente, respecto a las concesiones mineras otorgadas mediante procedi-
mientos administrativos inconsultos resulta pertinente recordar lo subrayado enfá-
ticamente por el Relator Especial para el caso de la reforma constitucional Chilena:

“6. La obligación de los Estados de consultar a los pueblos indígenas con carácter 
previo a la adopción de medidas legislativas, administrativas o políticas que afecten 
directamente sus derechos y sus intereses está firmemente asentada en el derecho in-
ternacional de los derechos humanos. El incumplimiento de la norma de consulta, 
o su realización sin observar sus características esenciales, compromete la 
responsabilidad internacional de los Estados. Asimismo, en países como Colom-
bia o Costa Rica, el incumplimiento de la consulta y sus requisitos esenciales implica 
la nulidad de derecho público de los procedimientos, actos y medidas adop-
tadas”.7

No cabe pues que los procedimientos administrativos se desentiendan de estas obli-
gaciones adquiridas por el Estado peruana al más alto nivel. 

Esta situación está a la base de los reclamos planteados por las organizaciones 
indígenas que condujeron a masivas movilizaciones en los años 2008 y 2009 y una 
prolongada huelga este último año, al término de la cual se produjeron los sangrien-
tos hechos de Bagua (5 de junio) cuando el gobierno intervino con violencia para 
desalojar a los contingentes de comuneros Awajún y Wampis que habían bloqueado 
una carretera. 

El problema subsiste en la medida que no hay voluntad en el gobierno de reco-
nocer que las decisiones tomadas violentan los derechos indígenas como también el 
derecho del resto de los ciudadanos a la transparencia en su actuación. Pese a que 
se ha instalado una comisión para revisar las demandas indígenas, incluyendo una 
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agenda concertada con el gobierno en el año 2001 que ninguno de los sectores del Es-
tado ha procurado atender, con muchos de sus dirigentes y líderes bajo persecución 
judicial es poca la confianza que se tiene en que de este proceso derivarán acuerdos 
realmente exigibles. En esa medida se hace necesario documentar el caso de la de-
manda de restitución de la propuesta de creación del Parque Nacional Ichigkat Muja 
y la anulación de las concesiones mineras para evitar que el Estado continúe toman-
do decisiones de forma clandestina en temas que tienen gran importancia para los 
pueblos indígenas y el potencial de acarrear consecuencias graves para las comuni-
dades de los Pueblos Awajún y Wampis de la cuenca del río Cenepa.

La Cordillera del Cóndor y la Cuenca del río Cenepa

“El verdadero oro es la Cordillera tal como está, de eso no se dan cuenta?”

La Cordillera del Cóndor es un ramal aislado de la Cordillera Real Oriental que al-
canza en la zona cerca de  3,000 m.s.n.m. El río Cenepa, o Senep, como lo denominan 
los integrantes de los Pueblos Awajún y Wampis en cuyo territorio se encuentra la 
Cordillera nace en sus cumbres.

Esta Cordillera ha llamado la atención de los biólogos y estudiosos ambientalistas 
por sus características geológicas y la particularidad de su vegetación y por ser la úni-
ca muestra representativa del Bosque Montano de la Cordillera Real Oriental. En esta 
Cordillera, que es un área de refugio del Pleistoceno del Marañón,  se encuentran for-
maciones de tipo “tepui” que son más bien características del escudo de Guyanas. Los 
tepui son mesetas con paredes verticales donde predominan los suelos de areniscas 
y una altísima concentración de plantas vasculares. De ahí que en 1996 el área fuera 
identificada como “zona prioritaria para la conservación de la diversidad biológica 
nacional” en el documento “Diversidad biológica del Perú-Zonas prioritarias para su 
conservación” del Instituto Nacional de Recursos Naturales (INRENA)8.  

La particularidad del área, su condición de “hotspot” y su función respecto del 
ciclo hidrológico de la cuenca del Cenepa sustentan  la importancia de proteger y 
conservar este ecosistema. 

La Cordillera del Cóndor forma a su vez un tramo del límite internacional entre 
Perú y Ecuador. Se trata de uno de los trechos de frontera entre ambos países tardía-
mente delimitado tras la guerra de 1941 y la firma del Protocolo de Río de Janeiro de 
1942. En la zona, de difícil accesibilidad y la continua nubosidad, las instrucciones 
contenidas en el Protocolo para practicar la delimitación condujeron a interpretacio-
nes divergentes entre las comisiones mixtas demarcatorias.  Allí donde las instruc-
ciones mencionaban la existencia de un divortium aquarum entre los ríos Zamora y 
el Santiago más adelante se estableció que había dos: uno entre los ríos Zamora y 
Cenepa, y otro entre el Cenepa y el río Santiago. Además la Cordillera del Cóndor 
no era mencionada en el mismo artículo sétimo del Protocolo.  Como consecuencia 
de la inejecutabilidad del Protocolo, esta parte de la frontera –en sí misma una fron-
tera natural—quedó sin delimitar hasta 1998. La tardía delimitación de la frontera 
ha permitido hasta recientemente al pueblo Awajún del Cenepa gozar de una cierta 
estabilidad territorial sólo interrumpida por los estallidos bélicos y actualmente por 
los proyectos mineros. 

La Cordillera marca al mismo tiempo el límite históricamente negociado entre 
los territorios tradicionales de los pueblos indígenas Shuar y Awajún ubicados en 
el flanco norte y sur respectivamente. Ambos pueblos son de filiación cultural y 
lingüística Jívaro. Los Shuar, constituidos en una de las nacionalidades de la Repú-
blica del Ecuador, tienen una población que asciende alrededor de 110.000 personas 
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distribuidas en más de 500 centros y que se ubican en las provincias de Morona San-
tiago, Zamora-Chinchipe y Pastaza. El Pueblo Awajún tiene según el último censo 
peruano (2007) una población de 55.328 habitantes en 281 comunidades localizadas 
en diversas provincias de cuatro distintas Regiones  del Perú: Amazonas, Cajamar-
ca, Loreto y San Martín.  Al este de la Cordillera, en el lado peruano, se encuentra 
el territorio Wampis, cuyas 61 comunidades ocupan la parte media y superior del 
río Santiago, en la provincia de Condorcanqui, y del río Morona, en la de Datém del 
Marañón (Loreto), con una población de 10.133 habitantes. 

La cuenca del río Cenepa se inscribe dentro de la región Amazonas, su provincia 
de Condorcanqui  y el distrito de El Cenepa. Esta cuenca es desde tiempos inme-
moriales parte del territorio Awajún. En el Cenepa existen 42 comunidades y 14 
anexos. Sólo una comunidad y un anexo pertenecen al pueblo Wampis. El censo de 
2007 estimó una población de 8.474 habitantes. La capital del distrito es Huampami 
(220 m.s.n.m.), donde se halla la única concentración de población no indígena de la 
cuenca (alrededor de 90 habitantes no indígenas).  

Continuidad de la ocupación Awajún en la Cuenca del Cenepa

Está ampliamente documentada y establecida la ocupación continuada de la amazo-
nía occidental, al sur del Perú y norte de Ecuador, por los pueblos jívaro a quienes los 
etnohistoriadores se refieren como “conjunto jívaro”. Además, las poblaciones históri-
cas de habla Jívaro habrían ocupado extensas áreas en zonas serranas de los actuales 
territorios peruano y ecuatoriano9. Mientras que los jívaro andinos y sus lenguas se 
han extinguido, el conjunto jívaro amazónico (Awajún, Wampis, Achuar, Shuar), con-
serva en gran medida su ubicación territorial, mantiene gran vitalidad cultural, y en 
general experimentan procesos significativos de crecimiento demográfico.  

Por su ubicación, el conjunto jívaro amazónico tuvo contacto con diversas pobla-
ciones prehispánicas, incluyendo relaciones con poblaciones de la costa norte pe-
ruana plasmados en la iconografía y mitología. Estos contactos se vieron, facilitados 
por la existencia de abras de la cordillera que en esa región alcanza menor altitud, la 
continuidad del clima en algunos tramos, y la gran cercanía entre las cabeceras de 
los ríos de la costa y la selva. Hocquenheim  sostiene que la influencia de los Sicán, 
cultura que desarrolló el bronce a base de cobre arsenical, llegó hasta la actual zona 
conocida actualmente como Bagua hacia el siglo IX d.C. Referencias míticas a estos 
contactos parecen expresarse en la tradición jívaro que se refiere a los enfrentamien-
tos con Yuk Iwa10. El hallazgo de algunos objetos de diversas tradiciones culturales 
en territorio Awajún reflejaría la existencia de flujos de intercambio material, inclu-
yendo objetos de metal hallados reportados por Guallart (1990: 39; 1997: 88-90) en 
Shamatak y a orillas del  río Comaina , en la parte alta de la cuenca del Cenepa.

El imperio Inca nunca llegó a tener control del actual territorio Awajún, aunque sí 
integró administrativamente, por medios militares y de alianzas políticas, a algunos 
segmentos Palta y Guayacundo del conjunto Jívaro andino. La conquista inca de los 
Guayacundo ocurrió durante el gobierno del Inca Yupanqui luego de la ocupación 
de Cajamarca a mediados del siglo XV. Posteriormente, para terminar de asegurar 
esta zona tuvieron lugar extenuantes guerras en el gobierno de Huayna Cápac.11 Las 
crónicas refieren las dificultades que debieron enfrentar los Inca en sus intentos de 
conquistar a los jívaro Bracamoro y Rabona. Estos intentos se dieron primero desde 
el suroeste, hacia 1490. En esta ocasión los Inca habrían bajado el Marañón en balsas. 
Un contingente habría llegado hasta el río Cenepa y el Kumain, Kampanak y Num-
patkaim al pie de la cordillera del Cóndor donde se enfrentaron a los antepasados 
de los Awajún. El otro habría surcado en río Chinchipe donde fueron resistidos por 
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los Bracamoro y los Xoroca. Todavía al tiempo de las guerras civiles entre Huáscar 
y Atahuallpa, hacia 1520, un ejército Inca avanzó desde el norte hacia el río Chinchi-
pe pero al intentar ocupar la zona de los jívaro Bracamoro el ejército Inca fracasó y 
“volvió huyendo de la furia de los hombres que en ella mora”, como lo recogió Cieza 
de León. En la tradición Awajún los Bracamoro de las crónicas son denominados 
Pakamuru.  

La primera entrada española a Bracamoros tuvo lugar por encargo de Pizarro 
en 1536 y resultó en la fundación efímera de Jerez de la Frontera en las inmedia-
ciones del Pongo de Rentema, en la confluencia del Marañón y el Chinchipe luego 
refundada en 1543 como Nueva Jerez de la Frontera. También  se establecieron como 
fundaciones españolas los pueblos de Ávila, Perico y Chirinos. Para cuando los es-
pañoles fundaron Jaén los conquistadores hispanos habían hecho avanzadas hacia la 
región desde el norte y el sur. Por el norte penetraron a la cuenca del Zamora donde 
fundaron efímeramente Bilbao en 1541. Otras entradas tempranas tuvieron lugar 
hacia el Yacuambi donde fundaron Zamora de los Alcaides, hoy Macas. En base a 
estas conquistas la Corona española estableció las Gobernaciones de Bracamoros y 
Yahuazongos, luego consolidadas en una sola. 

En los documentos coloniales tempranos las poblaciones que habitan en el terri-
torio Awajún son designadas con distintos nombres tales como, Xoroca (cabeceras 
del Numpatkeim y el río Marañón arriba de la confluencia del río Chinchipe hasta 
el río Cenepa), los Huambuco, los Cungarapa (río Nieva), Guiarra (en el bajo y me-
dio río Santiago). Más tarde se designa a indígenas que viven en Shushunga como 
Tontón como vecinos de los Xoroca. En el caso del término Guiarra se trataría de una 
corrupción del término Shuar(a), que se emplea ampliamente entre los jívaro para 
identificar a distintos segmentos de este conjunto amazónico. Totón estaría relacio-
nado con la localidad de Tutumberos, nombre que todavía lleva un asentamiento 
Awajún.12 Por su parte, los Huambuco, conocidos por los Awajún como Wámpuku, 
en la tradición oral se dice que eran altos, crespos y morenos, por lo que antiguamen-
te se los conocía como Shuwashiwag.

Los documentos del siglo XVI no mencionan con ese nombre a los Awajún. El tér-
mino Aguaruna o Ahuarunes, que supuestamente refiere a la costumbre masculina 
de tejer, recién figuran en documentos de la primera mitad del siglo XVIII. El mapa 
de Maldonado de 1750 ubica a los Ahuarunes en la margen derecha del río Santiago 
cerca de su confluencia con el Marañón. El término Antipas con que se denominó 
también a los Awajún en la documentación histórica es empleado fundamentalmen-
te en el siglo XIX y derivaría del nombre de un líder local, Nantip (Instituto del Bien 
Común 2009). En cualquier caso de acuerdo con la tradición Awajún no parece haber 
existido un único nombre para designar a los antepasados de todos los grupos loca-
les que hoy se identifican como Awajún. Aquellas familias originarias el alto Cenepa 
son conocidas como Antashiwag, mientras que las del bajo Cenepa son denomina-
das Pinchushiwag.

Aún hoy en día los pueblos jívaro, entre ellos los Awajún y Wampis,  ostentan 
una reputación de pueblos guerreros que se afirma en su firme decisión de defender 
sus territorios. La capacidad de establecer alianzas entre los diversos grupos locales 
para la defensa de su territorio es uno de los rasgos más saltantes.

El oro como motivación de la conquista del territorio de los pueblos 
Jívaro 

El temprano interés de la Corona por el control de la región de los jívaro estuvo en 
gran medida relacionado con los descubrimientos de yacimientos de oro, los que 
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dieron lugar a un modelo de ocupación extractivista. Las primeras minas fueron 
identificadas por los españoles en la región de Zamora en 1556 lo que impulsó nue-
vos descubrimientos y fundaciones con el fin de obtener encomiendas de indios con 
las cuales trabajarlas. Al año siguiente se fundaron sucesivamente en las cabeceras 
del Chinchipe las ciudades de Valladolid y Loyola, Santiago de las Montañas en el río 
Santiago, Santa María de Nieva en la confluencia del Nieva con el Marañón, Sevilla 
del Oro y Santa Ana de Logroño de los Caballeros en Yahuarzongos, al norte. Como 
en la zona occidental estas fundaciones y otros poblados fueron muy inestables. 

La zona adquirió creciente importancia cuando los españoles descubrieron las 
minas de oro de Cangasa e Iranbiza en la cuenca del río Santiago sobre afluentes 
que nacen en la Cordillera del Cóndor, donde se dice que el oro extraído era de 23 
quilates. En estas minas se sumaban a las de Zamora, Valladolid, San Francisco y 
Nambija. En 1571 había 71 encomiendas de indios en la Gobernación de Bracamo-
ros-Yahuarzongo con un total de 22.270 indios encomendados.

Allí donde los españoles hacían “descubrimientos” y fundaban ciudades la po-
blación indígena quedaba sujeta a las encomiendas y el encomendero recibía el de-
recho de cobrar los tributos a los que estaban obligados los indígenas desde los 14 
años, como vasallos “libres” del rey español. Para someter a la población los enco-
menderos y las autoridades empleaban a soldados y los llamados “indios de lanza”, 
guerreros de otros pueblos indígenas aliados de los españoles. El tributo se pagaba 
en especie o en servicios personales; en este caso principalmente con oro o trabajo 
para su extracción. Ya que en esta zona no se llevaron a cabo censos, visitas, ni reta-
sas hasta muy tarde, la arbitrariedad en el cobro de los tributos y el aprovechamiento 
de la mano de obra indígena fue enorme, incluyendo el hecho de que se obligaba a 
trabajar a quienes no alcanzaban la edad requerida. Los intentos de conquista fue-
ron continuamente resistidos pero las repetidas epidemias, como las de viruela y 
sarampión de 1589, contribuyeron a mermar drásticamente la población jívaro en 
algunas zonas, tanto que 1603 el Presidente de la Audiencia de Quito señalaba, “es 
lástima que casi se han acabado los naturales”, refiriéndose al ámbito de Yahuarzon-
go (Cuesta 1989: V, 448).

Los abusos y maltratos daban lugar a constantes fugas –castigadas con correrías 
armadas- y alzamientos locales, como los registrados en la región de las minas del 
Cangasa en 1569 o el Logroño en 1579.  En 1599 ocurrió un levantamiento general 
de diversos grupos locales jívaro aliados para expulsar a los españoles. Ataques a 
distintos poblados españoles como Logroño y Sevilla del Oro ocurrieron casi simul-
táneamente con la participación de jívaros del Morona y Santiago, al punto que que-
daron interrumpidas las comunicaciones entre la zona de Santiago de las Montañas 
y las ciudades de la Audiencia de Quito. El historiador jesuita Velasco recogió la tra-
dición de que en respuesta a la ambición desmedida por el oro, los alzados vertieron 
oro fundido líquido en la boca de un encomendero. 

Después del levantamiento general algunas zonas se cerraron completamente 
a la presencia española hasta casi el final de la época colonial, como es el caso de 
Zamora, Logroño y Sevilla del Oro, lo que cerraba el paso hacia el Marañón desde 
el norte. En el río Santiago los jívaro continuaron hostigando a los habitantes de los 
asentamientos españoles y las minas de Cangaza quedaron cerradas.

Pero para la Corona y los encomenderos resultaba crucial recuperar las minas 
de Cangasa y de Zamora y restablecer la seguridad de las rutas de acceso y tránsi-
to, todo ello en territorio Jívaro. De ahí que a lo largo del siglo XVII los españoles 
hicieron diversos intentos para recuperar y asegurar el ingreso a las minas de Can-
gasa. Todavía en 1678, 1692 y 1695 los españoles hicieron incursiones a la región de 
Cangasa procurando establecer una ruta a través del Cenepa y el Cucuasa y reabrir 
la comunicación con Loja. En estas incursiones los españoles tomaron numerosos 
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prisioneros entre los jívaro, particularmente mujeres y niños, que fueron entregados 
para uso personal de las autoridades. La reacción de los Jívaro del Cenepa, en las 
zonas de Cangasa y Suririsa fue ahorcar a sus propios hijos para que no pudieran ser 
“extraídos” por los españoles.13

Después de eso quedó cerrada al tráfico y usufructo de los españoles el área com-
prendida entre la margen izquierda del río Santiago y la cuenca del Cenepa y los 
Awajún de esa última cuenca recuperaron su autonomía. Los españoles continuaron 
traficando con algunas limitaciones por el río Marañón desde la región de haciendas 
en el valle del Uctubamba al oeste hasta el Pongo de Manseriche, pero no se volvie-
ron a hacer allí nuevas fundaciones españolas hasta muy tarde en la república. 

Al norte, en la víspera de la independencia del Perú la resistencia de algunos 
grupos Jívaro fue finalmente quebrada desde Cuenca (Ecuador) a partir de lo cual 
se pudo restablecer, aunque con fragilidad, la comunicación al Marañón vía el San-
tiago. A pesar del interés en las hachas y puntas de lanza de hierro que circulaban 
por esa ruta, la población jívaro continuó rechazando el establecimiento de gente de 
afuera entre ellos porque temían las enfermedades que llegaban de allá. 

A lo largo del siglo XIX la minería de oro al norte del río Marañón volvió a atraer 
el interés de las autoridades, tanto que a fines de ese siglo el Pdte. Andrés Avelino 
Cáceres adquirió con unos socios una concesión minera para trabajar oro aluvial 
a orillas de sus afluentes, pero la ocupación de la zona fue resistida por los jívaro, 
quienes en 1894 protagonizaron algunos ataques a poblados de mineros y caucheros 
dificultando el tránsito en el Marañón. En la zona occidental, los hacendados de 
Uctubamba y Chachapoyas procuraron abrirse paso al Marañón-Amazonas a través 
del territorio Awajún provocándose continuos enfrentamientos y un relativo avance 
de la frontera con el establecimiento de un camino y algunas barracas para el co-
mercio. Esta continua resistencia es la que explica que el territorio jívaro al oeste del 
Pongo de Manseriche no se constituyera en región de correrías para reclutar peones 
caucheros durante el auge de las gomas. 

Más tarde, hacia 1930, la zona del río Chirinos y Chinchipe se hizo atractiva para 
la minería y hubo un período de auge de la minería de oro en la región pero la tec-
nología empleada limitó la continuidad de la explotación y las vetas auríferas fueron 
progresivamente abandonadas.  No obstante al momento de la guerra de 1941 se 
especulaba acerca del potencial aurífero de toda la región en disputa. El geógrafo 
norteamericano, George McBride encargado de los estudios aerofotográficos para 
la delimitación de la frontera señaló en su informe final de 1949: “Más al este, a lo 
largo de las colinas occidentales, norteñas y orientales de la Cordillera del Cóndor, 
hay depósitos de oro que, en alguna oportunidad, rindieron buenas utilidades, pero 
que ahora se hallan mayormente abandonados. Algunos consideran que estos depó-
sitos constituyen una riqueza potencial de las regiones en litigio comparable con la 
producción de petróleo prevista. Otros consideran que los depósitos de oro se hallan 
casi agotados” (McBride 1996: 119). Mientras las antiguas vetas auríferas oro colonia-
les habían dejado de ser explotadas de forma intensiva en los ríos Cenepa, Santiago 
y Marañón se explotaba oro aluvial en pequeña escala el sin emplear mercurio (Se-
rrano Calderón de Ayala 1995). 

En épocas recientes el interés por la minería de oro en la Cordillera del Cóndor 
se originó a fines de la década de 1970 cuando se redescubrió en la zona de Nambija 
(Ecuador), en el flanco más occidental de la Cordillera, una veta de oro de muy bue-
na ley en sitios antiguos de laboreo inca. A raíz de estos hallazgos se produjo una 
estampida de mineros hacia la región. Pero a medida que las vetas superficiales se 
fueron agotando los mineros avanzaron hacia el noreste, ya sobre las laderas de la 
Cordillera del Cóndor. Poco después ocurrió un derrumbe masivo de los socavones 
de arenisca de la zona de Nambija. Este tuvo por resultado el ingreso de empre-
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sas mineras asociadas a grandes capitales que desplazaron a los pequeños mineros 
quienes avanzaron masivamente hacia el noreste a lo largo de la frontera, regándose 
por el bajo Nangaritza en los sectores Machinaza, Río Blanco, y El Zarza, siguiendo 
caminos a los puestos fronterizos y los ríos. 

Patrones indígenas de ocupación territorial en el Cenepa 

El paisaje del territorio Awajún es heterogéneo. Está compuesto  por terrenos disec-
cionados por varias cordilleras de diversa altitud y longitud que irrumpen súbita-
mente produciendo a la altura de los ríos los llamados pongos que dificultan la na-
vegación fluvial. Cortados por estas cordilleras o cadenas montañosas se encuentran 
valles de diversa amplitud. 

En la región del Cenepa el territorio presentan una caprichosa topografía que da 
lugar a valles interiores, relativamente amplios como el Numpatkeim, y desfiladeros 
angostos donde no se encuentran terrenos cultivables a la vera algunos tramos de 
los ríos. En el curso bajo del río Cenepa el terreno es menos accidentado salvo por la 
irrupción de la cordillera de Huaracayo. Con todo, se estima que apenas el 6% de la 
superficie de la cuenca tiene capacidad mayor para uso agrícola, en limpio o perma-
nente. El río Cenepa tiene una longitud de 185 km. 

El patrón tradicional de asentamiento Awajún tiene a la base la conformación de 
grupos locales reunidos en torno a un hombre fuerte que congrega en torno suyo a 
sus hijas y yernos y a familias aliadas por vínculos repetidos de matrimonio.  Estos 
grupos locales forman lo que Ph. Descola y A. Taylor han denominado un nexo en-
dogámico. 

La guerra de 1941 tuvo algunas implicancias nivel de los patrones de ocupación 
territorial, sobre todo las restricciones de acceso a las partes altas de la Cordillera, 
pero estando de por medio ésta, que separaba los territorios de los Awajún y Shuar 
respectivamente, en el Cenepa las familias Awajún no tuvieron que trasladarse para 
congregarse a un solo lado, dentro del territorio peruano.14 Además, la guerra trajo 
consigo la decisión de las autoridades peruanas de nacionalizar la región lo que trajo 
consigo un incremento de la presencia militar y de nuevos agentes culturales. Así, 
ese mismo año se creó el distrito de El Cenepa, se establecieron nuevos campamen-
tos, guarniciones y puestos militares y se invitó a misioneros católicos a establecerse 
en la región del Alto Marañón con lo que se refundó la localidad de Santa María de 
Nieva que atrajo a algunos comerciantes y más tarde se invitó al Instituto Lingüístico 
de Verano a realizar estudios del idioma aguaruna y a capacitar maestros bilingües. 

Las primeras escuelas bilingües en el Cenepa fueron establecidas en la década de 
1960 y contribuyeron a alentar la formación de núcleos de población o comunidades 
a base de las familias que vivían tradicionalmente más dispersas. La ubicación de 
las escuelas fue seleccionada con un criterio estratégico para abarcar distintos seg-
mentos del valle. 

En la parte baja y media del Cenepa y el Canga tuvo lugar un proceso de concen-
tración de la población cerca del río. Más arriba, sobre el Cenepa y sus principales 
afluentes, el Comaina y Numpatkeim este proceso ha sido más tardío y menos inten-
so. Con todo, en la actualidad el número de comunidades en los segmentos del río 
Cenepa bajo, medio y alto, es equivalente, siendo además que la más poblada de las 
comunidades se encuentra no el primero sino en el tramo central. 

Las familias Awajún de un nexo endogámico rotan la ubicación de sus viviendas 
y áreas de cultivo dentro de un mismo ámbito geográfico, una subcuenca. La baja 
densidad de los asentamientos tradicionales y este patrón de movilidad permiten 
normalmente la recuperación periódica de la fertilidad de los suelos, al tiempo que 
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las familias conservan acceso a los barbechos  antiguos donde se mantienen árboles 
frutales y otras especies valiosas.  

Con el establecimiento de comunidades en torno a las escuelas y algunos otros 
servicios como puestos de salud, buena parte de la actividad productiva más visible 
se lleva a cabo en las inmediaciones de las comunidades, cuyo tamaño es altamente 
variable, desde 50 hasta 3.000 habitantes. Así, las chacras para la producción de ali-
mentos y algunos cultivos comerciales (plátano, cacao) y algo de pastos se encuen-
tran por lo general a media hora de las viviendas o poco más, mientras que las crian-
zas (gallinas, peces) se tienen más cerca de éstas.  El establecimiento de comunidades 
y la concentración de población tienden a agotar más rápidamente la disponibilidad 
de fauna silvestre para la caza por lo que la existencia de amplios territorios comu-
nales y de “reservas” son fundamentales.

Desplazamientos mayores ocurren periódicamente obedeciendo a una estrategia 
de movilidad territorial gracias a la cual se renueva el acceso a la fauna silvestre a 
medida que los cazadores se ven obligados a caminar mayores distancias para cazar.  
Esa es la dinámica que está detrás del surgimiento de anexos en las comunidades y 
del establecimiento de nuevas comunidades y de movimientos periódicos de las fa-
milias dentro del espacio territorial tradicional que permite también resolver conflic-
tos internos. Esta estrategia permite la renovación del stock de fauna silvestre. Esa 
lógica es la que exige la existencia de un territorio indígena más allá de la existencia 
de comunidades con áreas tituladas circunscritas a los núcleos poblados.

Es notorio que en el Cenepa en las últimas décadas ha habido un movimiento 
progresivo de reocupación de las partes altas de la cuenca y de reagrupamiento de la 
población. Este proceso se ha visto inducido y facilitado por la expansión del sistema 
educativo aunque se halla aún hasta cierto punto limitado por la existencia de mi-
nas antipersonales en algunas zonas colocadas durante el conflicto internacional de 
1995, período en el que los Awajún –como los Wampis en el alto Santiago– se vieron 
obligados a desplazarse hacia el sur. 

Por su perfil extremadamente escarpado la zona de la Cordillera del Cóndor 
constituye un área sometida a un uso poco intensivo. Ésa es precisamente el área 
que se acordó ceder para la creación del Parque Nacional de la Cordillera. Al pie, en 
los valles, se hace agricultura, pero en las laderas escarpadas la capa de suelo es muy 
delgada y está sujeta a mucha erosión con sus 4.000 mm anuales de lluvia y fuertes 
pendientes. La Cordillera es un lugar culturalmente protegido donde coinciden la 
fragilidad del medio se corresponde con el carácter sagrado que tienen muchos de 
sus elementos. Se trata de una zona que tiene para los pueblos jívaro y los Awajún 
en particular una enorme importancia cultural. 

Elemento central de zona de la Cordillera es el cerro Kumpanam (una formación 
tipo tepui) que alcanza los 3.280 pies de altura desde su base y tiene su cumbre gene-
ralmente cubierta por nubes. Se ubica al pie del río Comaina que forma el río Cene-
pa. Se considera que este cerro, que en la tradición mitológica Awajún fue gente, es 
sumamente poderoso y de él dependen los truenos y la lluvia. Se dice que en el cerro 
viven 5 tijai, o dueños de los cerros, que cuidan el agua, las nubes, los animales, las 
plantas. Los Awajún saben por la tradición que les han transmitido “sus ancestrales” 
(padres, abuelos y antepasados) que el cerro Kumpanam es una reserva y así debe 
quedar. En sus faldas existe una abundante fauna y una impresionante biodiversi-
dad. Se dice que se encuentra la mayor cantidad de especies de sapos (indicador 
clave de la biodiversidad), aves, tigres, así como en las pequeñas quebradas que se 
allí nacen se encuentran bujurquis y bagres locales pues es allí donde de reproducen 
en el agua cristalina que sale de los manantiales. También hay numerosas palmeras 
chonta. El agua que nace en Kumpanam es agua clara sin enfermedades que alimen-
ta las quebradas donde viven las familias de las comunidades. Por eso existe la tradi-
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ción de respetar al cerro que da la vida. Tal es el poder de este cerro “misterioso” que 
desde la perspectiva Awajún el cerro puede desplazarse en caso sea molestado. 

Tanto en el propio cerro Kumpanam como en otras elevaciones de la Cordillera 
del Cóndor existen numerosas cataratas sagradas (tuna). A estas cataratas acuden los 
varones desde la juventud a fin de obtener una visión y de purificarse. Permanecen 
allí varios días dietando y tomando toé hasta obtener la visión. La visión permite a 
una persona adquirir poder y ver su vida tal como va a transcurrir, saber si van a 
ser líderes o guerreros y poder enfrentar los retos. Ese poder trasmitido a los seres 
humanos nace en las cataratas y sobre todo en aquellas que se encuentran en la Cor-
dillera y en el cerro Kumpanam. 

Precisamente en los últimos años ha habido una revalorización de las prácticas 
rituales tradicionales de formación de la persona que hacen parte del proceso de 
educación del pueblo Awajún como lo dejan ver diversos documentos producidos 
en la última década por las organizaciones indígenas Awajún. Pero también para 
quienes son evangélicos las cataratas sagradas son lugares de oración para adquirir 
una visión religiosa. Las zonas sagradas culturalmente protegidas no son directa-
mente apropiables por los individuos y por eso también es que se emplea la figura 
de “reserva”, de acceso abierto a todas las comunidades. Otro tanto sucede con el 
cerro Tuntanain, ahora declarado Reserva Comunal.

En las laderas de la Cordillera del Cóndor, a menudo cerca de las orillas de los 
ríos y quebradas, son numerosas las llamadas cuevas de guácharos (tayu) que, en 
cambio, se heredan de generación en generación y que hacen parte de la memoria to-
pográfica de los habitantes indígenas de la región. Las cuevas de guácharos cumplen 
un papel importante en los intercambios sociales, pues el dueño de la cueva invita 
anualmente a capturar aves.15

La existencia de estas áreas culturalmente reservadas de alto valor biológico y 
cultural constituye una pieza central de la estrategia de manejo territorial del pue-
blo Awajún.  Reservas como ésta son la garantía para la sostenibilidad de la cuenca 
del Cenepa por su papel en la reproducción de la fauna y su función productora de 
agua. Otro tanto ocurre con la cordillera de Tuntanain, declarada actualmente reser-
va comunal, que separa la cuenca del Cenepa de la del Santiago y que es cuidada 
como espacio culturalmente reservado por las comunidades de una y otra cuenca. 
Tanto mayor es su papel en la estabilidad ecológica cuando que el estrecho valle del 
Cenepa ha soportado de manera continuada una relativamente densa población.  
Sin la protección intangible de las partes altas de la cuenca y las nacientes de todos 
sus ríos formadores la cuenca no tendría garantía de sostenibilidad.

Territorio Awajún y frontera

La existencia de un tramo no delimitado de la frontera peruana con el Ecuador y 
la ausencia de población no indígena en la región dio a la zona del Cenepa y sus 
habitantes indígenas un papel particular en la estrategia de seguridad nacional, de 
manera más marcada aún que en el Santiago, donde existía una reducida población 
mestiza, con cierto arraigo y una mayor accesibilidad. 

A partir de 1940 el Estado peruano, principalmente a través del ejército, buscó 
establecer un “pacto de colaboración mutua”, no escrito, con la población Awajún, el 
cual se mantuvo claramente vigente hasta después de la guerra de 1995. 

Gracias a la densa presencia de población indígena íntimamente familiarizada 
con su territorio el ejército peruano podía contar con un invalorable apoyo logís-
tico, un seguro abastecimiento de alimentos básicos, principalmente yuca y pláta-
no, además de carne y pescado seco para sus campamentos asentados en remotas 
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ubicaciones16. Además los jóvenes Awajún y Wampis eran el principal elemento de 
reclutamiento para atender los numerosos puestos y campamentos militares de la 
frontera y abrir y mantener caminos. El pacto permitía también al ejército, y por su 
intermedio a las autoridades, gozar de la lealtad de la población local para contar 
con el oportuno aviso de infiltraciones militares desde el lado ecuatoriano.  En el Ce-
nepa este apoyo era tanto más importante cuanto que la frontera se encuentra en una 
zona de acceso extremadamente limitado donde las trochas son la única alternativa 
a los vuelos de helicóptero. Además, como lo ha relievado el propio ejército, tanto en 
los enfrentamientos de 1981 como en 1995 los Awajún y los Wampis jugaron un rol 
de apoyo fundamental a nivel logístico y militar17.

La relación resultante del pacto con el ejército peruano no estuvo exenta de ten-
siones y abusos porque la presencia militar en la zona restaba libertad de movi-
miento a la población indígena, subordinaba a los indígenas al poder militar y no 
estaban ausentes los abusos, particularmente contra las mujeres. Sin embargo, desde 
la perspectiva de las comunidades y sus líderes el pacto representaba la posibilidad 
de contar con un interlocutor que canalizara sus demandas de que su territorio tra-
dicional fuera respetado en un contexto en el que los gobiernos promovían la colo-
nización de la amazonía. Después de todo, el pueblo Awajún tenía para entonces 
la experiencia del impacto de los frentes de colonización siguiendo el trazo de la 
carretera desde la década de 1940 y del oleoducto norperuano, a inicios de la década 
de 1970, pues sobre la sección occidental del territorio una oleada de colonización 
de gente procedente de la sierra y unas colonias promovida por el propio ejército 
habían resultado en la invasión de tierras y en continuos conflictos.18 Al procurar 
evitar la colonización los Awajún y Wampis buscaban asegurar la estabilidad terri-
torial y socioambiental, así como la integridad y autonomía territorial. En la práctica, 
y tomando en consideración la existencia de un tramo no delimitado de frontera, 
el hecho de que la zona constituía un territorio bajo control militar impidió que la 
colonización avanzara sobre la margen izquierda del río Marañón al sur-este de la 
Cordillera del Cóndor. 

Puede decirse que este pacto, que respondía a intereses diversos con propósitos 
comunes dio frutos durante varias décadas pues la cuenca del Cenepa continúa sien-
do un valle donde no hay asentamientos colonos y donde ha sido posible mantener 
la integridad territorial y asegurar la estabilidad ambiental. Nuevos factores y alian-
zas amenazan ahora al territorio. 

La permanente búsqueda de la seguridad jurídica del territorio

Hasta antes de 1974 apenas se había establecido poco más de una decena (14) de 
reservas a favor de familias en todo el territorio Awajún en base al Decreto Supremo 
03 de 1957, de muy tardía aplicación.19 Inmediatamente después de promulgada la 
ley de comunidades nativas de 1974 los líderes Awajún se movilizaron para lograr 
el reconocimiento legal de su territorio. En los primeros años de aplicación de la ley, 
en la década de 1970, 18 comunidades en la cuenca del Cenepa fueron inscritas y 14 
de ellas fueron tituladas. A partir de entonces el pueblo Awajún asumió una perma-
nente búsqueda de la seguridad jurídica de su territorio.

Las primeras inscripciones y titulaciones en el Cenepa corresponden grosso 
modo a lugares donde se habían establecido escuelas bilingües. Aunque la mayor 
parte de las comunidades inscritas y tituladas en el período inicial, a partir de 1975, 
corresponden al tramo medio y bajo del río Cenepa, también se tituló en esa etapa 
algunas comunidades situadas aguas arriba de la confluencia del río Cenepa y el 
río Comaina, como es el caso de la comunidad de Shaim. Las primeras titulaciones 
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tienen en común el haber buscado protección de las tierras ubicadas a orillas de los 
ríos principales en cuyas inmediaciones se había establecido las escuelas. Con ello 
buscaban conservar no sólo su derecho a pescar y a lavar oro aluvial, sino también 
preservar el acceso y el derecho a las áreas interiores. 

El lento avance de la inscripción y titulación de comunidades en el Cenepa du-
rante la década de 1980 hizo temer que el ímpetu colonizador alentara la invasión 
del territorio Awajún de la cuenca del Cenepa, pues no se logró la inscripción de 
ninguna nueva comunidad y apenas se tituló 3 de las previamente inscritas.  Par-
ticularmente la prolongación y mejoramiento de la carretera de penetración desde 
Imacita acrecentaba el riesgo de que los colonos terminara regándose hacia la cuenca 
del Cenepa pues los enfrentamientos entre Perú y Ecuador por el llamado “Falso 
Paquisha” en 1981 dieron pie al surgimiento de la teoría de las “fronteras vivas” y el 
auspicio de colonizaciones. 

De hecho, el gobierno de Fernando Belaunde llegó a proponer fundar Ciudad 
Democracia en plena Cordillera del Cóndor en el punto donde había estado ubica-
do el puesto Falso Paquisha. Los líderes Awajún y Wampis tuvieron que hacer gala 
de sus habilidades diplomáticas para hacer valer su pacto con el ejército nacional 
y convencer a las autoridades de que no había mejor defensa de la frontera que la 
estabilidad de la ocupación indígena, entre cuya población se hallaban centenares 
de jóvenes que habían realizado su servicio militar en los campamentos de la región. 
Los líderes Awajún hicieron ver a las autoridades que el establecimiento de núcleos 
de población colona, que habrían de requerir del ejército y el Estado apoyo logístico 
permanente para sobrevivir en un medio remoto y poco propicio para el estableci-
miento de plantaciones comerciales, no ofrecía garantías y antes bien éstos corrían el 
riesgo de devenir en núcleos conflictivos.20 Finalmente en la cuenca del Cenepa no se 
materializaron los planes gubernamentales de colonización fronteriza. 

En las etapas subsiguientes los líderes Awajún y sus organizaciones buscaron 
ampliar la cobertura de los títulos comunales logrando inscribir nuevas comunida-
des a orillas de los ríos y rellenar espacios interiores de áreas fuertemente valoriza-
das por su abundancia de recursos y sitios de alto valor cultural. 

A consecuencia de la guerra del Cenepa de 1995 entre el Perú y Ecuador volvieron 
a levantarse las voces a favor de la colonización del área de frontera y nuevamente 
se habló del valor de la colonización para establecer “fronteras vivas”, desconocien-
do la preexistencia de un territorio indígena y de la población originaria, así como 
de las condiciones agroecológicas de la zona. En respuesta a esto y con la intuición 
de que una vez zanjado el problema fronterizo con Ecuador el pacto con el Ejército 
peruano pudiera resquebrajarse, los líderes y organizaciones Awajún impulsaron 
activamente programas de titulación ya que aún quedaban numerosos espacios del 
territorio Awajún del Cenepa sin seguridad jurídica. Estos esfuerzos dieron frutos en 
los años 1997-1999 cuando se logró inscribir y titular un buen número de comunida-
des para garantizar la integralidad del territorio del Cenepa, cerrar algunas brechas 
en el espacio territorial y permitir un acceso más pleno a los recursos y la biodiversi-
dad del territorio. Para 1999 se había titulado un total de 158.910 has en la cuenca del 
Cenepa. Quedaba pendiente la titulación de algunas comunidades y la ampliación 
de más de una decena de antiguos títulos comunales. 

La Cordillera del Cóndor, la biodiversidad y la cuenca del Cenepa

La región de la Cordillera del Cóndor es una extensión oriental aislada de la cadena 
andina principal. Tiene una longitud total de alrededor de 150 km de norte al sur y 
alcanza tiene una altitud máxima de cerca de 2900 m.s.n.m. en ella se encuentran las 
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nacientes de varias cuencas de gran importancia para el sistema fluvial del Mara-
ñón-Amazonas y vitales para la existencia en los territorios indígenas de la frontera 
peruano-ecuatoriana21. En el lado nor-occidental de la frontera se origina el río Nan-
garitza que forma el río Santiago que recibe a su vez varios afluentes que nacen en el 
lado sur-occidental. En ese mismo flanco nacen los ríos Comaina, Sawientsa y Num-
patkeim que fluyen al río Cenepa cuyas cabeceras están compuestas por un abanico 
de numerosos riachuelos que brotan en las propias cumbres de la cordillera. 

El enorme valor de la biodiversidad de la Cordillera está asociado en gran parte 
a su origen geológico y a la condición aislada de esta cordillera subandina. La cor-
dillera se compone principalmente de sedimentos terciarios y mesozoicos de rocas 
areniscas y calizas, derivados de la erosión de los antiguos Escudos Guyanés y Bra-
sileño, que fueron depositadas en el lado occidental del continente sudamericano en 
el mezozoico y terciario temprano, antes del levantamiento y plegamiento de los An-
des, y levantadas concurrentemente con la cordillera andina, desde el mioceno (25 
millones de años) y el plioceno tardío, en los últimos 4-5 millones de años. En el Cón-
dor los estratos sedimentarios se extienden desde la formación jurásica temprana, 
con rocas calizas e intercalaciones volcánicas, hasta la formación Tena del paleoceno 
y eoceno temprano, formada de arcillas rojizas. A su vez, la formación arenisca de 
Hollín, depositada por erosión del Escudo de Guyanas, forma una capa de no más 
de 150 metros que procede del período cretáceo pero que fue elevada mayormente 
en los últimos 10 millones de años. Esa misma compleja historia geológica es respon-
sable de la existencia de las formaciones ígneas intrusas, que contienen depósitos de 
oro, cobre y otros minerales, y del llamado batolito granítico de Zamora, el cual es 
resultado de grandes eventos volcánicos y tectónicos en el jurásico que inyectaron 
gigantescos plutones graníticos y grandes masas volcánicas en varios niveles.

La Cordillera del Cóndor, como otras cordilleras subandinas, está entre las áreas 
más diversas del mundo en términos biológicos. Estudios realizados por diversas 
instituciones y proyectos científicos en la Cordillera han revelado una inesperada co-
nexión biogeográfica entre ésta y el Escudo Guyanés. Esta se refleja en la existencia 
de mesetas o montañas aisladas de roca arenisca de tipo “tepui” y en la presencia en 
la Cordillera del Cóndor de un número importante de géneros de plantas vasculares, 
posiblemente la mayor concentración de plantas de especies vasculares, considera-
dos géneros disyuntos de los encontrados en Guyana.

Estas mesetas ocurren en fragmentos de variado tamaño y altitud, variables que 
a su vez afectan la densidad y altura de la vegetación hallada en éstos. El Cerro 
Kumpaná o Kumpaná Muja es uno de esos tepui que presentan una extraordinaria 
diversidad florística y de algunas especies animales. Debido a estas características 
importante investigadores han declarado que la Cordillera del Cóndor  podría tener 
la flora más ricas de cualquier área de tamaño similar dondequiera en el Neotrópico. 
Los estudios del Missouri Botanical Garden en conexión con instituciones científicas 
peruanas y ecuatorianas habían arrojado hasta el 2007 1.900 especies vasculares, 300-
400 biófitas y un número considerable de especies nuevas para la ciencia.

La combinación de la diversidad de sustrato geológico y la humedad de los bos-
ques a lo largo de todo el año hacen de la cordillera un espacio muy singular donde 
se han identificado 17 distintos tipos de vegetación con alta variabilidad ecológica. 
Los estudios de diversidad biológica arrojan numerosos “registros notables” sea por 
la rareza de las especies halladas o ser especies nuevas, por la amplitud de rango, 
el estar amenazadas o por su importancia para conservación. En las formaciones 
de arenisca expuesta del alto Comaina se ha encontrado la rara planta insectívora 
Drosera sp. 

En la Cordillera del Cóndor predominan el Bosque Pluvial Premontano Tropical, 
el Bosque muy Húmedo Tropical y el Bosque muy Húmedo Premontano Tropical. La 
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zona presenta precipitaciones anuales en torno a los 3.000 mm, llegando a los 4.000 
mm en las estribaciones de la cordillera del Cóndor y temperaturas medias anuales 
de 25°C. El bosque pluvial premontano tropical comprende la margen izquierda del 
río Cenepa y la parte oriental de la cordillera del Cóndor. Se ubica desde los 600 – 
700 m.s.n.m hasta los 2.000 m.s.n.m. La formación vegetal Bosque Pluvial Montano 
Tropical se ubica en las cumbres de la cordillera del Cóndor, se sitúa por encima de 
los 2.000 m.s.n.m y el clima dominante es de tipo pluvial y semicálido

En las partes altas de la Cordillera entre los 1.700 m  y 2.900 los la vegetación es 
achaparrada de hasta 15 m de altura debido tanto a los fuertes vientos como a los suelos 
poco profundos sobre rocas calizas, particularmente en los llamados bosques nublados 
de transición al filo de las colinas. A pesar de ello en el bosque alto del Cenepa los estu-
diosos han hallado especies de 83 familias (145 géneros, 228 distintas especies).

No obstante que la media y baja cuenca del Cenepa no presentan una abundante 
fauna mayor, en la Cordillera del Cóndor y cuencas de altos del Cenepa y Comaina 
se ha encontrado una alta riqueza de especies comparada con hábitats similares de 
equivalente ubicación altitudinal. Destaca la presencia de algunas especies  en vías 
de extinción y de especies en situación vulnerable, en total 19 especies de mamíferos 
en diferentes categorías de amenaza. A nivel de aves se ha encontrado 5 especies 
nuevas para el Perú. Se ha registrado un número importante de especies de lepidóp-
teros, diurnos y nocturnos incluyendo una especie nueva para la ciencia. Entre las 
especies nuevas encontradas en la Cordillera del Cóndor se hallan varias especies 
endémicas de sapos arborícolas. 

En los ambientes de aguas claras y negras, así como en los ambientes lénticos, 
que al momento de los estudios se hallaban en buen estado de conservación, se halló 
una gran riqueza de especies, siendo que las variaciones de la ictiofauna está aso-
ciada a la altura. Los estudios detectaron en su momento una notable presencia de 
nutrias, reflejo entonces de la abundancia de peces en las partes altas de las cuencas 
del Cenepa y sus afluentes.

La red de ríos, quebradas y arroyos labra su camino en el sistema montañoso 
profundamente diseccionado. Las aguas que nacen en la cordillera constituyen parte 
fundamental de los subsistemas de las cuencas del Cenepa y Santiago que aportan a 
su vez volúmenes importantes de agua y sedimentos al río Marañón. 

Por la estructura de las calizas areniscas, la presencia estas formaciones y por 
la extensa red de ríos y riachuelos existen cientos de cascadas de gran importancia 
cultural. Estas formaciones también dan lugar a cuevas de gran importancia para la 
espeleología y para la población local. Se ingresa a estas cuevas por largas “chime-
neas” angostas de 60 y hasta 80 metros de profundidad, dentro de las que se puede 
caminar varios días. En estas cuevas donde se encuentran los nidos de guácharos 
eran anteriormente lugares de enterramientos secundarios por lo que para los pue-
blos jívaro los sitios están vinculados a los ancestros.

Con estas características  y condiciones la Cordillera del Cóndor se presenta como 
un sitio de gran valor para la conservación. Tanto por la importancia de la existencia 
de la cordillera subandina de características geológicas y biológicas enormemente 
relevantes para el estudio la cuenca amazónica y el continente como por su rol en 
el mantenimiento de los ciclos hídricos de las cuencas del Cenepa y el Santiago. Se 
trata de un espacio de encuentro donde coinciden los intereses de la conservación 
desde una perspectiva global, como los intereses de la estrategia nacional de conser-
vación y, además, con las prioridades de conservación  de las comunidades Awajún 
y Wampis en el Perú y los Shuar en el Ecuador, como se aprecia de la comparación 
de los siguientes mapas.

De allí que establecidas las condiciones para el trazado definitivo de la fronte-
ra la Cordillera del Cóndor se retomara la idea de crear un área protegida  con el 
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propósito de conservar el importante núcleo de biodiversidad y de contribuir a dar 
estabilidad y seguridad a la frontera.  

El establecimiento de la Zona Reservada Santiago-Comaina

Las conversaciones de paz que siguieron a la guerra del Cenepa de 1995 conclu-
yeron en 1998 con un acuerdo para el trazado de la frontera en los tramos todavía 
no demarcados. Los acuerdos de paz comprendían en esta área el compromiso de 
constituir una “zona de protección ecológica” a ambos lados la frontera de acuerdo 
al Punto de Vista Vinculante Nº 7 emitido por los Presidente de los 4 países garantes 
del Protocolo de Río de Janeiro (Argentina, Brasil, Chile, Estados Unidos).22 La zona 
de protección ecológica inicialmente definida cubría parte de las cabeceras directas 
de Cenepa y las nacientes del río Coangos, precisamente la zona que había sido tea-
tro de los más cruentos enfrentamientos en la guerra de 1995 que abarcaba la zona 
conocida como Tiwintza o Tiwientsa.

La zona de protección ecológica reflejaba una idea formulada por algunas enti-
dades conservacionistas desde inicios de la década en relación al establecimiento de 
una zona de reserva en las cumbres de la Cordillera del Cóndor. Esta idea había sido 
planteada por el Perú a Ecuador en 1992 y dejada a estudio pero los enfrentamientos 
de 1995 interrumpieron las conversaciones.

Durante el desarrollo del conflicto en Perú y Ecuador se habían alzado también 
voces proponiendo zanjar la delimitación de la frontera mediante el establecimiento 
de una zona de reserva. Las propuestas incluían alternativamente el establecimiento 
de una reserva para la conservación siguiendo las líneas de los estudios biológicos 
que se habían llevado a cabo en ambos lados de la frontera, una zona de reserva de 
biósfera,  o una reserva pluritétnica y binacional en el área no delimitada, que a la 
vez que  trazara los límites actuara como núcleo de integración.

Con estos elementos sobre la mesa de negociación diplomática en el segundo se-
mestre de 1997 la Cancillería peruana convocó a las organizaciones Awajún y Wam-
pis de las 5 cuencas del río Marañón a una reunión en Torre Tagle, en Lima. En ésta, 
las organizaciones fueron informadas acerca de las condiciones que estaban siendo 
tratadas con el Ecuador para dar fin al litigio fronterizo. Se informó a los líderes 
indígenas acerca de los posibles futuros trazos de carretera y la opción de establecer 
sobre parte de la línea de frontera una zona de protección ecológica garantizándoles, 
al mismo tiempo, que se respetarían y cautelarían sus derechos territoriales. 

La Zona Reservada Santiago-Comaina fue decretada en 1999, ampliada al año 
siguiente hasta abarcar 1.642.567 has, esta vez a pedido de las organizaciones23. Esta 
área debía ser categorizada para crear a su interior un parque nacional, sobre el 
flanco oriental de las cumbres de la Cordillera del Cóndor, a partir de los estudios 
realizados hasta esa fecha por instituciones ambientalistas, donde rigieran normas 
estrictas para dar protección a la cuenca del Cenepa-Comaina. Poco después el Es-
tado peruano creó legalmente la zona de Protección Ecológica prevista por el Acuer-
do Vinculante Nº 7, cuya área fue integrada a la propuesta de creación del Parque 
Nacional de la Cordillera del Cóndor. En junio de ese mismo año Ecuador creó el 
Parque Binacional El Cóndor en la cuenca del río Coangos (Decreto 936), colindante 
con la Zona de Protección Ecológica peruana. Asimismo, complementariamente el 
Ecuador decretó el Bosque Protector Cordillera del Cóndor, el Refugio de Vida Sil-
vestre El Zarza y la Reserva Biológica El Quimi. 

La Zona Reservada Santiago-Comaina quedaba bajo la autoridad del Institu-
to Nacional de Recursos Naturales (INRENA) perteneciente al sector Agricultura. 
Comprendía una amplia área que no sólo abarcaba la propia franja fronteriza y la 
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Mapa 1
Zonas priorizadas para la conservación en la Cordillera del Cóndor
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Cordillera del Cóndor, sino también el íntegro de las comunidades de la cuenca del 
río Cenepa (y el Santiago) en el entendido de que serviría para llevar a cabo un pro-
ceso de ordenamiento territorial en el marco del cual se concluiría el proceso de ti-
tulación y ampliación de las comunidades y se crearía las áreas naturales protegidas 
en las áreas ambientalmente más vulnerables. 

La Zona Reservada también abarcaba un área de la zona fronteriza donde se ha-
llaban ubicados algunos petitorios y concesiones mineras que el Estado había otor-
gado desde 1993 sin tomar en consideración la fragilidad de la zona de cordillera 
en la frontera, su potencial impacto sobre el resto de la cuenca ni el hecho de que se 
hallaban en territorio del pueblo Awajún. El otorgamiento de estos denuncios había 
sido realizado sin que previamente se informara y consultara a las comunidades 
Awajún titulares del territorio fronterizo, no obstante que el Convenio 169 de la OIT 
–que obliga a la consulta- fue ratificado por el Perú en diciembre de 1993. 

Aunque alguno de estos denuncios mineros había sido otorgado con anteriori-
dad al establecimiento de la Zona Reservada quedaban de cualquier forma sujetos a 
la opinión del INRENA acerca de la compatibilidad de la actividad minera en tanto 
en esta área natural se proyectaba la creación de un parque nacional fronterizo. Sin 
embargo, desde un inicio los titulares de los denuncios mineros pretendieron dar 
prioridad a sus intereses mineros por encima de los intereses ambientales, los dere-
chos indígenas y la seguridad nacional. 

Para llevar adelante el proceso de definición de las áreas naturales protegidas y 
el ordenamiento territorial el INRENA contó con el apoyo del proyecto ITTO (Orga-
nización Internacional de las Maderas Tropicales) “Paz y Conservación Binacional 
en la Cordillera del Cóndor” y la asistencia técnica de Conservación Internacional. 
Complementó el esquema el Proyecto PIMA (Participación de la Comunidades Na-
tivas en el Manejo de las Áreas Naturales Protegidas de la Amazonía Peruana)  de 
INRENA financiado por el Banco Mundial, que tenía por objetivo el fortalecimiento 
de capacidades para la gestión y conservación de áreas protegidas. En Ecuador el 
proyecto ITTO se ejecutó a través de Fundación Natura en convenio con el Ministe-
rio del Ambiente de ese país.

El pacto territorial y la formulación del parque nacional 

Los compromisos establecidos por los acuerdos de paz con Ecuador en la zona de 
protección ecológica y los planes de establecer un área protegida sobre el resto del 
área de las cumbres significaban que quedaba excluida la posibilidad de que la Cor-
dillera del Cóndor pudiera ser titulada como territorio comunal aunque no dejara 
de ser parte del territorio indígena. Sobre la base de las seguridades dadas a las 
organizaciones Awajún y Wampis por la Cancillería peruana éstas ajustaron sus ex-
pectativas de saneamiento territorial. 

Apenas creada la Zona Reservada Santiago-Comaina las comunidades de la cuen-
ca del Cenepa se reunieron en asamblea ordinaria en octubre de 1999 para analizar 
esta medida y sentar su posición frente al proceso de ordenamiento territorial, en pre-
sencia de representantes de INRENA. El acta firmada por los representantes de las 
comunidades acordó que se debería culminar la ampliación y titulación de comuni-
dades como paso previo a la categorización de las áreas naturales protegidas para la 
creación del Parque Nacional y de las reservas comunales que serían establecidas en 
las áreas no tituladas y colindantes con las comunidades.24 Estos acuerdos reflejaban el 
hecho de que una vez establecidos los acuerdos de paz con el Ecuador y distendido el 
conflicto militar fronterizo debía extenderse a la zona de frontera la institucionalidad 
estatal que antes se había hallado estrictamente en manos del ejército peruano.
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A partir del 2002 INRENA, con la asistencia técnica de Conservación Internacio-
nal, y la participación de las comunidades comprendidas dentro de la Zona Reser-
vada Santiago Comaina, desarrolló en un intenso proceso de generación de informa-
ción para terminar de identificar las zonas más vulnerables, las amenazas existentes 
a la biodiversidad de la zona, documentar los derechos indígenas y valores cultura-
les del área e impulsar un proceso de fortalecimiento institucional. Asimismo lleva-
ron a cabo un proceso participativo concertado para diseñar herramientas de gestión 
y asegurar un uso sustentable partiendo de un ordenamiento territorial, así como 
establecer una estructura técnico administrativa local para el co-manejo de las áreas 
naturales protegidas.25 El proyecto contó con un equipo profesional interdisciplina-
rio y un equipo de promotores indígenas. 

Como parte de un proceso altamente formalizado las organizaciones acordaron 
ceder el área prevista para el Parque Nacional llevados por los siguientes compro-
misos:  1. Participación de las comunidades y sus organizaciones en el proceso de or-
denamiento territorial de la Zona Reservada y definición conjunta con la autoridad 
ambiental de los linderos del Parque Nacional Ichigkat Muja y de su plan de manejo;  
2. Consolidación de la propiedad territorial comunal atendiendo las solicitudes de 
ampliación de algunas comunidades e inscribiendo y titulando otras de manera que 
esa área natural protegida colindara íntegramente con las comunidades y; 3. Crea-
ción por la autoridad ambiental de las reservas comunales Tuntantain y Kampankis 
a ser gestionadas por las comunidades circundantes a través de comités de gestión 
y planes de manejo. 

A lo largo de numerosos talleres con la participación de las comunidades del 
Cenepa y Santiago y de tres grandes asambleas con la participación de las organi-
zaciones indígenas locales se fue logrando una serie de consensos. Así se acordó las 
categorías respectivas que tendrían las áreas protegidas. En ese marco se convino 
que a toda la Cordillera del Cóndor le correspondería la categoría de mayor protec-
ción, es decir la de “Parque Nacional” en tanto las zonas de Tuntanain y Kampankis 
serían designadas “Reservas Comunales” que son áreas protegidas de uso directo26. 

Se acordó asimismo los linderos del Parque a denominarse Ichigkat Muja-Cordi-
llera del Cóndor. En las palabras del entonces Presidente de ODECOFROC (Organi-
zación de Comunidades Fronterizas del Cenepa), el proceso de establecimiento de 
los linderos del Parque estuvo orientado a excluir el territorio [donde] los ancestros 
… hacían su chacra, su mitayo. Los promotores iban a guiar a los funcionarios del 
Proyecto [por] los límites del parque nacional, hasta donde utilizaban el territorio 
los ancestros, luego de eso, iba a ser el parque nacional” (Cárdenas et. al, 2008: 47), 
coincidiendo con el área que las comunidades siempre consideraron una “reserva”.  
El área designada para el Parque se correspondía con las zonas de protección de 
las cabeceras del Cenepa y Comaina, lo mismo que las cabeceras de algunos de los 
afluentes derechos del río Santiago en su curso por territorio peruano. Siendo esta 
zona territorio tradicional de los pueblos Awajún y Wampis, era cedida para el esta-
blecimiento de un área natural protegida del mayor nivel de protección por su fun-
ción en la conservación del ciclo hidrológico de las cuencas del Cenepa y Santiago.

De esta manera, las comunidades adecuaban los requerimientos del Estado de 
dar seguridad jurídica a la frontera, respetando los acuerdos alcanzados en Brasilia 
en 1998, garantizando al mismo tiempo la seguridad de sus derechos sobre el terri-
torio.  

Finalmente en marzo del 2004 los representantes de las comunidades nativas lo-
calizadas dentro del área de la Zona Reservada Santiago Comaina, involucradas en 
la propuesta del Parque Nacional Cordillera del Cóndor, dieron su conformidad a la 
creación del Parque Nacional Ichigkat Muja-Cordillera del Cóndor y su Plan de Ma-
nejo mediante un acta, en presencia de INRENA y del PETT (Proyecto Especial de 
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Titulación de Tierras y Catastro Rural).27 El acta establece que “Los límites del Par-
que Nacional Cordillera del Cóndor corresponden a los límites de las comunidades 
tituladas y a los límites de los pedidos de ampliación. Una vez terminado el proceso 
de ampliación de las comunidades nativas y de la titulación de la comunidad nativa, 
las áreas libres y las áreas dadas en cesión en uso a las comunidades que están soli-
citando ampliación y titulación serán incorporadas al Parque Nacional respetándo-
se los derechos ancestrales de las comunidades, brindándose asimismo una mayor 
protección legal para el futuro, compromisos que se especifican en el documento de 
creación del Parque Nacional”. 

La propuesta de creación del Parque Nacional en la Cordillera del Cóndor y su 
Zona de Amortiguamiento consensuada con las comunidades y sus organizaciones 
fue elevada a los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa en el 2004 para su 
opinión en materia de seguridad nacional y cumplimiento de los acuerdos de Brasi-
lia, los que se reservaron su opinión hasta el 2006. 

Pero, en el ínterin, los intereses mineros recurrieron a múltiples formas de cabil-
deo y presión para frustrar la creación del Parque Nacional Ichigkat Muja, a ser esta-
blecido sobre 152,873.76 ha., y el pacto territorial que el Estado había consagrado con 
los pueblos Awajún y Wampis a favor de la estabilización definitiva de la frontera 
con el Ecuador en el tramo de la Cordillera del Cóndor28. 

Las primeras señales de incumplimiento por parte del Estado se dieron a través 
de la demora en la culminación de los procesos de ampliación y titulación. En el 
marco del proceso de ordenamiento de la Zona Reservada las organizaciones indí-
genas habían actualizado la solicitud de ampliar 19 comunidades y titular 3 nuevas 
comunidades. En su momento se presentaron los expedientes preparados con la 
asistencia técnica del IBC (Instituto del Bien Común) a partir del año 2000 primero 
al PETT y luego a COFOPRI (Organismo de Formalización de la Propiedad Infor-
mal), entidad que asumió las competencias de titulación y catastro desde el 2007. 
Sin embargo, para el año 2004 apenas se había inscrito 2 comunidades (Kunchai y 
Kuyumatak) a las que se les demarcó únicamente áreas forestales y de protección y 
se había resuelto la demarcación de 8 ampliaciones quedando pendiente en ese caso 
la emisión de la resolución de aprobación del plano demarcado por COFOPRI por 
parte de la Dirección Regional Agraria y la entrega de contratos de cesión en uso. En 
los demás casos se aprecia poca voluntad de cumplir con un compromiso asumido 
por el Estado que constituye un derecho inalienable a la regularización de la propie-
dad del territorio indígena.29 

Frustración de los pactos a favor de compromisos secretos con 
la minería

El establecimiento de la Zona Reservada Santiago-Comaina ponía el área bajo la 
autoridad de INRENA, entidad llamada a conducir el proceso de ordenamiento 
territorial y la creación de las áreas naturales protegidas. Las concesiones mineras 
otorgadas por el INACC (Instituto Nacional de Concesiones y Catastro Minero) des-
de 1993 se encontraban dentro del área designada para el establecimiento del Parque 
Nacional de la Cordillera del Cóndor. A partir del año 2001 el INRENA emitió la 
opinión técnica de incompatibilidad de la actividad minera con las características 
de la Cordillera del Cóndor propuesta como Parque Nacional cuando la Compañía 
Minera Afrodita solicitó autorización para la exploración y explotación de 39 de sus 
concesiones mineras. 

En lo inmediato la empresa planeaba realizar 100 horas de vuelo en helicóptero, 
presumiblemente a través de un contrato de servicio con el ejército, para lo cual se 
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Mapa 2 
Propuesta para la creación del Parque Nacional Ichigkat Muja y su zona de amortiguamiento 
sometida a aprobación de las comunidades awajún, 2004
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requería construir varios helipuertos; excavar 3 trincheras de 200 metros de largo 
por 50-60 m de profundidad, y 2 m de ancho; realizar 3 perforaciones diamantinas 
de 1.000 metros cada una para lo cual se requería construir 3 plataformas para ubicar 
la maquinaria y; abrir trochas de acceso para el ingreso de 3 brigadas que realiza-
rían muestreos geoquímicos de ríos y quebradas en las cuencas del Cenepa y Co-
maina. Considerando que estas actividades eran incompatibles con las condiciones 
naturales del Área Nacional Protegida y en aplicación del “principio precautorio” el 
INRENA desestimó esta autorización advirtiendo que se trataba de una zona frágil 
e inestable en términos geológicos y que las operaciones mineras previstas implica-
rían destrucción de la cobertura vegetal que capta humedad, así como alteración de 
los cursos de agua superficial y de la calidad del agua subterránea y superficial.30

En el año 2004 la Compañía Minera Afrodita inició sus gestiones ante el Minis-
terio de Energía y Minas para obtener un permiso de exploración en tres de sus 
concesiones de la frontera. De acuerdo con el Reglamento Ambiental para las Activi-
dades de Exploración Minera (DS 038-98-EM) la empresa estaba obligada a presen-
tar únicamente una Declaración de Impacto Ambiental para obtener la autorización 
de exploración en lugar de un estudio de impacto ambiental ya que el Proyecto 
Afrodita era clasificado como tipo B31. De acuerdo con estos requisitos la solicitud 
debía comprender mapas con coordenadas UTM de la ubicación del proyecto y de 
las áreas potencialmente afectadas (incluyendo la indicación de si se halla en un área 
natural protegida o dentro de una zona de amortiguamiento), el programa de activi-
dades mineras, los sistemas de control ambiental durante la exploración y los planes 
de recuperación de los impactos ocasionados.

La Declaración de Impacto Ambiental del Proyecto Afrodita presentada inicial-
mente en agosto del 2004 es de una absoluta ligereza encaminada a eludir exigencias 
o prevenciones respecto de los impactos en el área de influencia del proyecto y a 
extraerse a las obligaciones vigentes para los proyectos a ser realizados dentro de 
un área natural protegida. Su descripción de la flora, fauna y demás características 
del medio local estaba orientada a eludir una caracterización de la fragilidad de la 
zona.

No sólo no incluía un plan para mitigar posibles efectos de la exploración sino 
que apenas si señalaba al declarar “tener conocimiento de estar dentro de una zona 
reservada”, con lo que procuraba sustraerse a la opinión técnica del INRENA. En 
este sentido añadía: “Al parecer esta zona por estar supervisada por el Ejército y ser 
zona de frontera minada no se encuentra bajo el control de la Zona reservada menciona-
da”. La Dirección General Ambiental Minera (DGAAM) del Ministerio de Energía y 
Minas formuló algunas observaciones y solicitudes de ampliación de información y 
pasó la solicitud a INRENA como correspondía. A lo largo de varios meses INRENA 
insistió en que si Afrodita o cualquier minera habrían de operar en la zona reser-
vada sus actividades “ no deb[ían] poner en riesgo los objetivos de creación de la 
misma” y en la necesidad de que se contara con lineamientos técnicos y legales para 
un procedimiento adecuado de revisión, opinión y aprobación de las evaluaciones 
ambientales de proyectos mineros en áreas naturales protegidas. 

A continuación INRENA y la DGAAM realizaron una inspección de campo en 
marzo del 2005 donde se constató que la empresa había perforado en la zona pre-
viamente sin autorización y constataron daños a la cobertura boscosa.  Sobre la base 
de varios informes la Intendencia de Áreas Naturales Protegidas (IANP) elaboró un 
documento orientado a establecer las condiciones técnicas y legales para el inicio de 
actividades32 sin cuyo cumplimiento consideraba que la actividad minera en la zona 
reservada y menos aún en la zona designada para el Parque era incompatible. 

Con esta experiencia la Compañía Minera Afrodita inició una campaña orienta-
da, por un lado, a cuestionar la legitimidad de las políticas ambientales implemen-
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tadas por INRENA y socavar la su autoridad técnica del proyecto ITTO con el pro-
pósito de afectar la constitución del Parque Nacional. Por otro, la empresa minera y 
sus asesores legales diseñaron una estrategia destinada a convencer a la Cancillería 
y el Ministerio de Defensa de que la mejor garantía de la integridad fronteriza era 
el desarrollo de actividades mineras en la frontera alegando que el Parque no podía 
impedir que ingresaran los mineros informales ecuatorianos. 

ODECOFROC ha documentado el proceso mediante el cual la empresa minera 
buscó la intercesión del Ministerio de Energía y Minas, Comando Conjunto de las 
Fuerzas Armadas, Ministerio de Defensa y la Cancillería para obligar al INRENA a 
modificar su dictamen técnico y dar una opinión favorable al proyecto minero33. A 
partir de julio del 2005 tuvieron lugar varias reuniones de una comisión intersecto-
rial con presencia del minero Bedoya Torrico, gerente de Afrodita, para definir la 
política fronteriza y el destino del Parque Nacional Ichigkat Muja34. En noviembre de 
ese año, en la última de estas reuniones los participantes conminaron a INRENA a 
“emitir opinión favorable” a la actividad minera, en un plazo de 3 días, y “consignar 
expresamente la compatibilidad de la actividad minera de la Compañía Afrodita en 
la Cordillera del Cóndor” (ver facsímil). Unos días después, y con notable prepoten-
cia, Bedoya Torrico solicitó por escrito al Jefe de INRENA “el cumplimiento de los 
acuerdos adoptados en la reunión del día 8.11” (carta del 22.11.2005).

Esta inadmisible intromisión política que obligaba a acomodar el dictamen técni-
co, de competencia del INRENA, dio sus frutos en enero del 2006 cuando finalmen-
te este organismo doblegó su posición inicial a favor de los intereses de Afrodita. 
INRENA todavía argumentó la necesidad de que las operaciones mineras debían 
quedar sometidas a un programa de monitoreo y a ciertos requisitos ambientales ya 
que las concesiones de Afrodita, otorgadas con anterioridad a la creación de la Zona 
Reservada, estaban ubicadas en un área ecológicamente vulnerable (hasta el punto 
de haberse decido declararla Parque Nacional, la categoría de más alta protección en 
el sistema peruano de áreas protegidas).
	 Pero la brecha había sido forzada. Seis días más tarde el Ministerio de Relaciones 
Exteriores respondió, después de más de un año, a la consulta intersectorial relativa a 
la categorización de la Zona Reservada expresando su disconformidad con  la creación 
del Parque Nacional en el área solicitada por Afrodita. Sin desmerecer los “sólidos 
planteamientos de carácter ambiental y ecológico” en que INRENA basaba su pro-
puesta de creación del Parque, expresaba su oposición por cuanto “al establecer un 
área de carácter intangible se estaría…, impidiendo el futuro desarrollo minero”. Por 
su parte el Ministerio de Defensa hizo notar que como resultado de la creación de la 
Zona Reservada no se podía controlar el ingreso clandestino de mineros ecuatorianos, 
como si la creación de la ZR y del parque impidiera la acción del sector Defensa. 
	 Con esto la Compañía Minera Afrodita pudo reiniciar sus actividades de explo-
ración esta vez bajo un contrato de opción con Goldmarca Ltd., una empresa ca-
nadiense que operaba en el lado ecuatoriano en asociación con una empresa del 
conglomerado de industrias del ejército del Ecuador (DINE) y que podía facilitar a 
Afrodita el acceso desde el lado norte a la Cordillera35. Mientras, en el Perú, la em-
presa Afrodita operaba desde el campamento del Puesto de Observación Tambo del 
ejército peruano…

Pero la inminencia de la promulgación de un decreto supremo aprobando la cate-
gorización de la Zona Reservada Santiago-Comaina desató también una avalancha 
de petitorios mineros sobre la frontera y verdadera guerra entre varios grupos de 
empresas mineras, varias de las cuales se han beneficiado del actual acuerdo con la 
empresa canadiense Dorato Resources Inc a través de Dorato Peru S.A.C.

La reducción del área designada para el Parque Nacional Ichigkat Muja fue san-
cionada recién en agosto del 2007. El área original fue recortada en 69.829 has, dejan-
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do sin protección todas las cabeceras de los ríos Comaina, Numpatkeim y Sawientsa, 
afluentes del Cenepa. Mediante el DS 023-2007-AG se estableció la categorización 
parcial del la Zona Reservada creando el Parque Nacional Ichigkat Muja-Cordillera 
del Cóndor (88.477 has.) y la Reserva Comunal Tuntanain (94.967 has)36. Convenien-
temente fuera del Parque Nacional quedó el área donde se concentraban las propie-

Fascímil de acta conminando a INRENA a declarar la compatibilidad 
minera a favor de Afrodita, 2005
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Mapa 3 
Área recortada a la propuesta original del Parque Nacional Ichigkat Muja a favor de los intereses 
mineros, 2007
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dades de Minera Afrodita y las que Carlos Ballón Barraza obtuvo en el 2006, todas 
las cuales pasaron a ser adquiridas por la canadiense Dorato Resources a continua-
ción. Todo indica que en la reformulación de la categorización de la Zona Reservada 
y el bloqueo del proceso de ampliación y titulación intervinieron los intereses mine-
ros gracias a vínculos políticos. 

A este frustrante resultado condujo un proceso inclusivo en el que el Estado re-
conociendo el derecho territorial de los pueblos Awajún y Wampis acordó concertar 
el proceso de ordenamiento territorial con la población local empleando los valiosos 
insumos de la investigación biológica, los mapeos participativos para establecer un 
área de conservación y cerrar de esa manera la línea fronteriza en cumplimiento de 
los acuerdos de Brasilia. 

Para la población indígena que invirtió energías y confianza en este proceso el re-
sultado es percibido como un abierto engaño, a través del cual el área que conscien-
temente habían cedido a la nación peruana para constituir un parque nacional que 
diera estabilidad a la frontera internacional con el Ecuador ha pasado a constituirse 
inconstitucionalmente en una zona de minería transfronteriza a manos de intereses 
extranjeros. Al mismo tiempo el Estado no ha cumplido con la regularización de la 
propiedad indígena culminando el proceso de titulación y ampliación de comunida-
des en la cuenca del río Cenepa. Las consecuencias de la actividad minera en la zona 
de cabeceras del río Cenepa, precisamente en el área donde nacen el abanico afluen-
tes que forman la cuenca de van a ser sentidas por toda la población de la cuenca en 
la medida que se verán afectados el ciclo hidrológico y los procesos de escorretía y la 
calidad de las aguas de las que se abastece todo un distrito. 

Como si no fuera suficiente, en diciembre del 2007 Perupetro S.A. suscribió un 
contrato con la empresa Hocol Perú S.A.C para la exploración y explotación de hi-
drocarburos en el lote 116 sobre un área de 853.381 has superpuesta a las comunida-
des Awajún y Wampis que previamente participaron del proceso de ordenamiento 
de la Zona Reservada Santiago-Comaina y a la reserva comunal Tuntanain. La falta 
de confianza a futuro se refleja ya en los problemas de gobernabilidad en la región y 
falta de credibilidad de las autoridades estatales.

Atrapada en la meta de su proyecto de constituir un área protegida en la fron-
tera para financiar una nueva etapa del mismo, aún a costa del recorte del Parque 
Ichigkat Muja, Conservación Internacional experimentó a consecuencia el rechazo 
de la población que dejó de confiar en este aliado conservacionista.  En las filas del 
Estado la credibilidad técnica de INRENA quedó igualmente mellada porque sus 
altos funcionarios se subordinaron a los intereses económicos que contradecían las 
necesidades de conservación. Finalmente la propuesta que recorta el Parque Nacio-
nal no modifica en un ápice la argumentación científica que justificaba plenamente 
la creación del área original a lo largo de toda la Cordillera del Cóndor. 

En el lado de los sectores de Defensa y Relaciones Exteriores la intervención que 
condujo al recorte del Parque Nacional Ichigkat Muja fue acompañada de un dis-
curso que parece expresar un cambio de paradigmas, hasta entonces no explícito, 
en relación a la seguridad fronteriza, en base al cual se favorece la actividad minera 
en la frontera. Ante el Congreso y en presencia del Ministro de Relaciones Exterio-
res en setiembre del 2006 el Ministro de Defensa declaró con relación a la región de 
la Cordillera del Cóndor que “la nueva concepción en el mundo es transitar de la 
seguridad defensiva a la seguridad corporativa”.37 Aún así sorprende que se haya 
permitido que en las decisiones de Estado se inmiscuyan intereses particulares que 
contravienen los acuerdos de paz con Ecuador, la política ambiental del país y los 
pactos largamente labrados por el Estado peruano con las poblaciones indígenas 
fronterizas. En el caso de la frontera con el Ecuador la minería ha pasado a dictar 
la política fronteriza. Al punto que como señalan los comuneros Awajún, la mayor 
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parte de los cuales han servido en el ejército peruano, “Parece que es ejército está 
ahora para  facilitar la vida a los mineros e incluso a los extranjeros. ¿Por qué se mete 
el ejército, es legal que apoye la minería?”.

El oro en las negociaciones de paz 

Los militares que han cumplido funciones en la zona de frontera largamente no deli-
mitada de la Cordillera del Cóndor han reconocido continuamente el apoyo que las 
comunidades Awajún y Wampis han brindado en tiempos de paz y de guerra. En 
una zona remota como la Cordillera, de difícil acceso, el apoyo de la población local 
resulta crítico, no sólo por su íntimo conocimiento del terreno por el que hay que 
transitar sino incluso también en términos de apoyo alimenticio.  

Elocuente es el texto del Coronel Eduardo Fournier Coronado (1995), Tiwintza con 
Z. El conflicto Peruano-Ecuatoriano 1995 quien no sólo refiere el apoyo brindado por la 
población civil y los conscriptos, sino detalla el accionar de los voluntarios Awajún 
y Shaur Wampis constituidos en un cuerpo militar que el ejército denominó “Los 
Yachis”. Específicamente señala que éstos  “con su invalorable apoyo a las activida-
des logísticas de nuestras tropas, contribuyeron al desalojo y a la victoria final en la 
cuenca del Cenepa muchos de ellos ofrendaron sus vidas” (Fournier Coronado 1995: 
89). Se reconoce que cumplieron un papel fundamental también en identificar las 
minas, la presencia de soldados enemigos o hasta  fuentes de agua envenenadas.

A poco de terminados los enfrentamientos la Comandancia General del Ejército 
del Perú rindió homenaje a la participación de los pueblos indígenas en el conflicto 
del Cenepa. En una ceremonia realizada el 2 de mayo de 1995 en el Cuartel General 
desfiló un batallón “ratificando con su presencia que las comunidades nativas están 
siempre listas para participar en la defensa del territorio patrio, como lo hicieron en 
el reciente conflicto, donde entregaron sus conocimientos, habilidades en provecho 
de nuestro Ejército y del Perú, y otros ofrendaron sus vidas en aras de la soberanía 
nacional” (Fournier Coronado 1995: 91). 

En su momento los líderes indígenas Awajún y Shuar Wampis hicieron notar que 
entonces morían por una tierra que hasta entonces nadie les quería garantizar, y re-
clamaron el derecho a participar en el proceso de paz y en la definición futura de la 
frontera38. Así se entiende la declaración de uno de los líderes Awajún en esa época: 
“Estamos haciendo todo esto pero espero que los gobernantes después no se olviden”39. La invi-
tación a los líderes de las organizaciones indígenas de las 5 cuencas del alto Marañón 
por parte de la Cancillería en 1997 para informarles anticipadamente de los términos 
de los Acuerdos de Paz parecían reflejar no sólo el agradecimiento por su aporte en el 
conflicto, y en episodios militares previos como el de 1981, sino también una actitud de 
respeto y el reconocimiento de sus derechos como pueblos indígenas.

Sin embargo, ya durante las negociaciones del acuerdo de paz los intereses mine-
ros se entrometieron, al punto que en su momento hubo quienes señalaron que así 
como la guerra de 1941 respondió en alguna medida al interés de empresas extranje-
ras en los campos petroleros descubiertos poco antes (McBride 1996: 130), en el con-
flicto de 1995 fueron los intereses mineros los que desataron los enfrentamientos. 

A inicios de la década de 1990 ambos países reformaron su legislación minera in-
cidiendo en las condiciones de la minería en las fronteras. Para 1995 existían del lado 
Ecuatoriano de la Cordillera del Cóndor algunas importantes concesiones mineras 
auríferas y de cobre, mientras en el lado peruano  se hallaban registradas las prime-
ras concesiones de la Compañía Minera Afrodita, entonces Metales & Finanzas S.A.  
Los estudios geológicos iniciales ya demostraban que la Cordillera hacía parte del 
batolito de Zamora donde la existencia de oro y cobre había quedado demostrada. 
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De otra manera, la zona del río Chinchipe, al occidente de la Cordillera del Cóndor 
llevaba varias décadas en actividades de extracción de oro y había empezado a re-
clamar la atención de la gran minería desde la década de 1970.

Al momento de las conversaciones de paz ocurridas en Brasilia no trascendió que 
el tema de la minería formara parte de los asuntos de fondo discutidos en el plano 
diplomático, más allá del tema ampliamente publicitado de la posible interconexión 
de los oleoductos peruano y ecuatoriano en la línea de crear intereses comunes y 
acercamientos entre los grupos empresariales de ambos países. Sin embargo, en el 
Acuerdo Amplio Peruano-Ecuatoriano de Integración Fronteriza, Desarrollo y Ve-
cindad el Título III, referido a fortalecimiento de la cooperación bilateral, señalaba 
que las partes darían prioridad al aprovechamiento de manera coordinada de “los 
recursos mineros que se encuentran en las zonas fronterizas de los territorios de 
ambos países”. El Convenio sobre integración y complementación minero energética 
(DS 046-99-RE) previsto fue firmado menos de un año más tarde y sólo 2 meses des-
pués de que se hubiera creado la Zona Reservada Santiago-Comaina.

Con el tiempo se ha hecho evidente de que los acuerdos mineros no eran accesorios 
y los acuerdos de paz habían pasado a ser funcionales a los intereses mineros tanto 
peruanos y ecuatorianos como internacionales interesados en desarrollar una minería 
de tipo transfronterizo como viene ocurriendo a lo largo de varias fronteras que hasta 
hace algunos años estaban en litigio, como en el caso de Chile y Argentina.  

Como lo ha observado el Informe del Observatorio de Conflictos mineros de julio 
del 2008, el mayor número de concesiones otorgadas por el Perú en los últimos 3 años 
correspondieron a áreas fronterizas con Ecuador en las regiones de Piura, Cajamarca 
y Amazonas lo que parece orientado a constituir un gran “distrito minero transfron-
terizo”. Por lo pronto el consorcio minero chino Zijin ha adquirido 35 concesiones 
con 28.000 has en el lado peruano (Piura) que colindan con concesiones otorgadas a 
la misma empresa por el Ecuador y ha obtenido sin mayor dificultad la publicación 
de un decreto supremo declarando de necesidad pública el desarrollo de la actividad 
minera en esta área (DS 024-2008-DE). Varias otras concesiones en esa misma área 
parecen estar relacionadas con este grupo y proyecto minero. En el Perú el proyecto se 
denomina Río Blanco y en Ecuador la empresa Rioblan pertenece al grupo Monterrico 
Metals, matriz de Río Blanco, cuyo accionista mayoritario es Zijin.40

La misma inflación de concesiones mineras se observa más al este, en la Región 
Cajamarca, donde uno los dos principales grupos mineros con intereses en la Cordi-
llera del Cóndor cuenta con numerosas concesiones. Hasta hace poco, Jorge Bedoya 
y la Co. Minera Afrodita tenía 60 denuncios en las provincias de Namballe, San Ig-
nacio y San José de Lourdes las mismas que colindan con una zona eminentemente 
aurífera del sur del Ecuador y que ahora figuran a nombre de Carlos Ballón Barraza. 
Es interesante mencionar que en el año 2002 una investigación del Congreso de la 
República asoció los intereses mineros (específicamente de Afrodita y de la New-
mont) a los conflictos violentos que se desataron en la comunidad de Naranjos ese 
año. En esa ocasión ambas empresas mineras tenían firmados convenios con varias 
comunidades Awajún de ese ámbito para facilitar la prospección. El informe del 
Congreso confirma que los comuneros reaccionaron ante la titulación indebida a 
favor de colonos de áreas comunales bajo contrato de cesión en uso con el Estado y 
repetida desidia de las autoridades judiciales y policiales que debían desalojar a los 
invasores. El informe implica también que los conflictos se habrían visto azuzados 
por los intereses mineros de Afrodita/Bedoya.41

En la Cordillera del Cóndor, las concesiones mineras del lado peruano y ecuato-
riano se encuentran frente a frente. En el lado ecuatoriano se han confirmado hace 
pocos años hallazgos de oro de importancia en el llamado yacimiento Fruta del 
Norte por Aurelian Resources Inc., una empresa canadiense que ha transferido sus 
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Mapa 4
Concesiones mineras en la frontera peruano-ecuatoriana, 2009
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39 concesiones con 95.000 has y sus acciones a Kinross Gold Corporation, también 
canadiense en setiembre del 2008. Aunque el proyecto no está en producción las 
exploraciones se hallan avanzadas. De este hallazgo han procurado sacar partido los 
concesionarios mineros del lado peruano para buscar socios internacionales. 

También en el lado ecuatoriano hay otros proyectos mineros auríferos y de cobre, 
algunos de ellos desarrollados a partir de concesiones originalmente dadas a una em-
presa del ejército que se asoció desde la década de 1990 con empresas mineras cana-
dienses. Aunque a lo largo del 2008 estas concesiones estuvieron sujetas a una mora-
toria a la espera de la aprobación de una nueva Constitución y una nueva ley minera, 
en la actualidad han sido confirmadas por el actual gobierno. Solo Dynasty Metals & 
Minerals que tiene dos yacimientos a lo largo de la frontera ecuatoriana está en pro-
ceso de instalar un molino de bolas para uno de ellos, en Zaruma. Su otro proyecto, 
Jerusalén, aún sin estudios de factibilidad completos, pero con una vida útil estimada 
de solo 8 años, está muy cerca al de Afrodita, y en él se planea explotar en minas sub-
terráneas que se espera produzcan 100.000 oz/a de oro. Como en el caso peruano, las 
concesiones mineras se encuentran en territorio tradicional Shuar si bien sólo algunas 
de ellos se desarrollan sobre áreas tituladas ya que la legislación ecuatoriana no permi-
tía la titulación de comunas en la línea de la frontera. En la actualidad la minería de oro 
en la frontera encuentra resistencia en las comunas y organizaciones Shuar.42

Frente a frente de las concesiones otorgadas a Afrodita mineros informales explo-
tan socavones con contratos con estas empresas y procesan en mineral que acarrean 
a la espalda de los extractores en una veintena de pequeños molinos. Esta actividad 
data desde la década de 1980. 

Desde la hace una década el gobierno ecuatoriano trabaja en la formalización de 
la pequeña minería de la región de Zamora pero no se ha logrado controlar su des-
ordenado desarrollo ni su impacto ambiental en la contaminación de suelos y ríos. 
Tanto la pequeña minería como los intereses mineros empresariales se ven favorecidos 
en este caso por la facilidad de acceso a la zona de la cordillera por carreteras y vías 
carrozables, y la existencia de redes de distribución de energía eléctrica, en tanto en el 
lado peruano las montañas presentan un perfil mucho más abrupto y no hay ninguna 
trocha de acceso a las cabeceras del Cenepa desde el Marañón. Eso explica el interés de 
los concesionarios mineros del lado peruano por asegurar el acceso desde el Ecuador. 

El hecho es que la minería transfronteriza crea una situación en la que los in-
tereses nacionales se subordinan a los interesas mineros y entran a tallar intereses 
transnacionales, contexto en el que los derechos de la población local se ven acele-
radamente disminuidos ante la escala de los intereses económicos. En este caso, los 
intereses mineros han conducido a que el gobierno peruano desconozca todos los 
acuerdos construidos con los pueblos indígenas Awajún y Wampis para el ordena-
miento territorial y la conservación ambiental alegando la necesidad de un desarro-
llo minero equivalente al del lado ecuatoriano por razones de seguridad nacional. 
Pero paralelamente los intereses mineros “nacionales” se asocian a intereses transna-
cionales vinculados a su vez a operaciones al otro lado de la frontera. 

En este caso, la opción peruana por la minería en la frontera tiene el potencial de 
reintroducir la conflictividad en el área de la frontera que había sido pacificada con 
los acuerdos de paz de 1998. Las consecuencias de un potencial incremento de la 
conflictividad, así como las consecuencias de contaminación ambiental caerán sobre 
las espaldas de las comunidades Awajún y Wampis en cuyo territorio se hallan las 
concesiones mineras. Esto se ve agravado por la conflictividad social local introdu-
cida por el recorte del Parque Nacional Ichigkat Muja y la posición del gobierno de 
García frente a la propiedad comunal expresada en la teoría de “el perro del horte-
lano”. Todo lo cual introduce riesgos que parecen no estar siendo adecuadamente 
evaluados por el gobierno peruano.
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En la batalla por la Cordillera del Cóndor la minería ha logrado hasta ahora im-
poner sus intereses por encima no sólo de los derechos indígenas sino de las políticas 
de desarrollo sostenible y conservación y de las políticas de seguridad nacional. 

El recorte de la propuesta original del Parque Nacional Ichigkat Muja desafía la iden-
tificación realizada por la autoridad ambiental de las zonas prioritarias de conservación 
realizada en 1996. Al mismo tiempo cuestiona el papel técnico de la autoridad ambiental 
al haberle impuesto la obligación de declarar la compatibilidad de la actividad minera 
con esta zona identificada como prioridad de conservación y al deslegitimar el intento 
de INRENA de establecer condiciones mínimas para autorizar la realización de explora-
ciones mineras. De otro lado, ha viciado las opiniones de la Cancillería al subordinar la 
seguridad de la frontera y la política de conservación a estos intereses al pronunciarse en 
contra de la implementación de la propuesta original de creación del Parque Nacional 
Ichigkat Muja – Cordillera del Cóndor y declarar en el 2006:

“Indudablemente el INRENA basa su propuesta en sólidos planteamientos de carácter 
ambiental y ecológico que esta Cancillería comparte y siempre apoya. Sin embargo, 
en este caso, dichos fundamentos deben ser evaluados en consideración también de la 
necesidad de asegurar para el Perú el aprovechamiento de la ventaja natural que ofrece 
la presencia de riquezas mineras (oro) en la zona. En ese sentido, nos referimos a las 
denuncias (sic) mineras que podrían surgir en el futuro (aparte de las concesiones 
ya existentes y que de acuerdo a lo manifestado por INRENA estarían excluidas del 
Parque Nacional propuesto”. 43

En este caso tal decisión ha ido acompañada de la decisión de dar, sucesivamente, 
a la Compañía Minera Afrodita y la empresa canadiense Dorato las mayores facili-
dades, incluyendo el uso de las instalaciones militares del Puesto de Observación 
Tambo y la guarnición Chávez Valdivia como emplazamientos para establecer sus 
operaciones mineras, además de las facilidades de contratación de los helicópteros 
del ejército sin que las autoridades hayan transparentado los términos en que tales 
acuerdos se llevan a cabo.

Bocaminas realizadas por mineros informales ecuatorianos
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Conflictividad creciente

Las comunidades Awajún y Wampis del Cenepa han manifestado su oposición ha-
cia la minería en la Cordillera del Cóndor desde el año 2001 en diversas reuniones 
y asambleas y a través de documentación elevada a las autoridades competentes, 
nacionales y regionales. 

También han realizado en repetidas oportunidades denuncias por la contami-
nación de los ríos por efecto de esta actividad. Recientemente éstas han sido confir-
madas por DIGESA sin que se haya informado a la población local de los resultados 
de los estudios de agua realizados44. Las quejas incluyen no sólo la protesta porque 
las concesiones y permisos de operación han sido dados sin consulta efectiva a las 
comunidades y conociendo la opinión contraria sino por los intentos de desinforma-
ción a las comunidades y las tentativas de dividir a las comunidades y sus organi-
zaciones locales45.

Dada esta situación en noviembre y diciembre del 2008 las comunidades del Ce-
nepa acordaron realizar una inspección de la Cordillera encontrando que sin contar 
por una autorización vigente de exploración y a pesar de su opinión en contra de 
la minería Afrodita realizaba actividades en la frontera por cuenta de la canadiense 
Dorato desde un campamento establecido en el Puesto de Vigilancia Tambo. Ha-
biéndole advertido que debía abstenerse de continuar los trabajos y de ingresar a las 
comunidades, en enero de 2009 comuneros de distintas comunidades del Cenepa 
decidieron retener a un grupo de trabajadores en la capital del distrito, Huampami. 
Comunicaron al mismo tiempo a la Presidencia del Consejo de Ministros, mediante 
una carta abierta, que la empresa había pretendido ingresar pese a las advertencias y 
que los atentados llevados a cabo por la empresa databan de varios años por lo que 
esperaban una disculpa y manifestaron al Premier que confiaban en que estuviera 
dispuesto al diálogo; luego procedieron a liberar a los trabajadores. A continuación 
el entonces Vice-Ministro de Minas informó a las autoridades y comuneros que asis-
tieron a una reunión en la guarnición militar Chávez Valdivia que Dorato no estaba 
inscrita, que Afrodita no tenía acuerdos con Dorato y que de establecerse que una 
empresa extranjera había violado la constitución se cancelaría las concesiones otor-
gadas, afirmaciones que resultaron no ser ciertas. De ahí que en abril ODECOFROC 
presentó una solicitud de cancelación de referida a concesiones de Afrodita y de Car-
los Ballón Barraza. Recientemente la organización regional ORPIAN dio un plazo 
perentorio de 15 días para que la empresa se retire de la zona.

La demanda de la restitución de la propuesta original de creación del Parque 
Nacional Ichigkat Muja y el respeto a los acuerdos pactados por el Estado con las co-
munidades Awajún y Wampis y sus organizaciones –incluyendo la titulación y am-
pliación de comunidades y la no realización de actividades mineras en la Cordille-
ra- constituyeron elementos centrales de la plataforma con la que las organizaciones 
indígenas locales convocaron a una movilización y paro en el 2008 y nuevamente en 
abril del 200946. La percepción de la importancia de estos temas  explica el masivo 
respaldo que tuvieron en las comunidades de estos dos pueblos indígenas las mo-
vilizaciones y el paro a lo largo de 53 días, hasta que el gobierno ordenó el violento 
desalojo de la vía de penetración.

Los lamentables sucesos de Bagua no han hecho sino ahondar la frustración y 
el malestar de las comunidades Awajún y Wampis.  Aunque en la agenda del Gru-
po Nacional de Coordinación para el Desarrollo de los Pueblos Amazónicos y sus 
mesas de concertación están consideradas las demandas de estas comunidades con 
relación a la Cordillera del Cóndor no se ha conseguido compromisos firmes del 
gobierno frente al restablecimiento de la propuesta original de creación del Parque 
Nacional Ichigkat Muja, la consulta previa para las actividades mineras y petroleras 
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y la titulación y ampliación de comunidades. Peor aún existen todavía comuneros y 
dirigentes detenidos responsabilizados de las muertes ocurridas en la Estación 6 del 
Oleoducto Norperuano y varios dirigentes están siendo perseguidos y hostigados, 
entre ellos el Presidente de ODECOFROC . 

De hecho, el Presidente de ODECOFROC, el líder Awajún Zebelio Kayap, ha sido 
denunciado penalmente por el Fiscal del Estado por el supuesto delito de secuestro 
y con una inminente orden de captura a pesar de que este dirigente no se encontraba 
presente cuando la comitiva enviada por la empresa minera fue retenida por deci-
sión colectiva de la comunidad47. Este hecho debe ponderarse a la luz de la política 
de criminalización sistemática de la protesta social implementada por el actual Go-
bierno mediante la dación en julio de 2007 de diversos decretos legislativos refor-
matorios del Código Penal dirigidos a tipificar como conductas delictivas diversas 
expresiones legítimas de disconformidad social48, los cuales antecedieron a la dación 
de los decretos legislativos que originaron la gran protesta indígena amazónica de 
agosto de 2008 y que fue reanudada en abril de 2009 con las trágicas consecuencias 
hoy conocidas internacionalmente. 

Durante el conflicto y estando sesionando las mesas de concertación el ejército 
peruano ha continuado dando su apoyo a la empresa minera Afrodita para la reali-
zación de su Declaración de impacto ambiental con sus helicópteros y el uso de las 
instalaciones militares en la zona de frontera. Todo esto configura una situación de 
conflictividad creciente que es irresponsablemente manejada por las autoridades y 
azuzada por los intereses mineros. Aunque a los ojos del público el tema de la mi-
nería en la Cordillera del Cóndor aparece como un conflicto local aislado, el manejo 
que se le viene dando está claramente orientado a quebrar la capacidad de respuesta 
de las comunidades y organizaciones Awajún para abrir su territorio a la gran inver-
sión minera. No en vano un dirigente comunal señalaba en agosto del 2009: “Senti-
mos arrinconados. Aquí vivimos personas, no animales como dicen el ‘perro del hortelano’. 
No queremos que nos destruyan”;  y otro: “Nos quieren desaparecer quitándonos nuestro 
poder y visión para ser capaz”.

El lobby empresarial

Hasta  el año 1992 no se podía llevar a cabo actividades de exploración ni explota-
ción minera privada en una franja de 10 kilómetros de las fronteras internacionales 
del Perú.  La Constitución de 1993 continuó estableciendo restricciones sólo a las 
empresas extranjeras o las nacionales en asociación con extranjeros. Ese mismo año 
se presentaron algunos petitorios en la región de la Cordillera del Cóndor, en un 
tramo no delimitado de la frontera con el Ecuador. Los denuncios pertenecían a in-
dividuos y empresas peruanas, destacando Metales & Finanzas (Metalfin), empresa 
entonces del grupo Hochschild. Por razones operativas en 1996-7 Metalfin creó Mi-
nera Afrodita S.A. y le transfirió parte de su patrimonio y el íntegro de sus denuncios 
en la Cordillera del Cóndor. En 1998 la Compañía Minera Afrodita se convirtió en 
sociedad anónima cerrada, S.A.C y Jorge Bedoya Torrico pasó a ser su accionista 
mayoritario. 

Entre tanto, a consecuencia de los acuerdos de paz el Perú decretó la Zona Reser-
vada Santiago-Comaina, en cuyas 1.642.567 has quedaron incluidas tanto las tierras 
de las comunidades nativas como los petitorios y concesiones mineras de Metalfin 
a la espera de que se llevara a cabo el ordenamiento territorial y categorización de 
la Zona Reservada.  La creación de la Zona Reservada suponía que las actividades 
mineras debían someterse a la opinión del INRENA. En el año 2001 INRENA opinó 
en contra de la realización de actividades de exploración que pudieran conducir a la 
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explotación minera de la Cordillera del Cóndor en el área donde estaba prevista la 
creación de un Parque Nacional y así lo sostuvo por varios años.49 

Ante la inminencia de la creación del Parque Nacional Ichigkat Muja, y la declara-
ción de incompatibilidad pronunciada por el INRENA la Compañía Minera Afrodita 
activó una estrategia orientada a atacar la viabilidad técnica del Parque Nacional, la 
capacidad institucional de la autoridad ambiental y cuestionar el impacto de la crea-
ción de un área protegida en la frontera respecto de la seguridad nacional, propo-
niendo en cambio que la minería aurífera empresarial ofrecía las mejores garantías. 
La estrategia incluyó intensas actividades de cabildeo con los sectores de Defensa y 
Relaciones Exteriores aún cuando para entonces la Compañía Minera Afrodita tenía 
un contrato de opción con una empresa canadiense, Goldmarca Ltd., que tenía al 
mismo tiempo una asociación con la Dirección de Industrias del Ejército ecuatoriano  
(DINE) para la exploración de una concesión establecida en el lado ecuatoriano de 
la frontera. 

A inicios del 2006 la Compañía Minera Afrodita había conseguido que la Canci-
llería y el Sector Defensa desecharan la propuesta original de creación del Parque 
Nacional y que opinaran formalmente a favor de la presencia de la minería en la 
línea de frontera y recomendaran el recorte del área prevista para dicho Parque. Esto 
a pesar de los negativos antecedentes ambientales del accionista principal de Minera 
Afrodita, Jorge Bedoya T., que operó una importante concesión en la región de La 
Rinconada a través de la Corporación Ananea, en Puno, donde la Dirección Ambien-
tal Minera constató en el año 2006 su responsabilidad en la contaminación del río Ra-
mis, además de registrar el mayor índice de accidentes fatales50.  Además, J. Bedoya 
no pagó ninguna de las multas que por una y la otra razón le aplicaron. Se declaró 
en insolvencia pero poco después integraba el capítulo Perú del Plan Binacional con 
Ecuador donde buscaba un socio para una millonaria operación en la frontera.

La decisión de recortar el Parque Nacional en 69.829 has trajo consigo una ava-
lancha de nuevos petitorios en la zona de la Cordillera del Cóndor y la aparición 
de nuevos intereses mineros en la frontera. Entre ellos, Carlos Ballón Barraza, un 
minero vinculado al Grupo Cardero de Canadá para el que trabajaba desde al menos 
desde el año 2005 principalmente en la identificación de zonas potenciales de inver-
sión minera. Entre el 2006 y 2007 Ballón logró que se le legalizara varias decenas de 
petitorios y concesiones a su nombre. Ese año, año de elecciones generales, Ballón 
Barraza integraba el equipo de Plan de Gobierno del Partido Aprista Peruano, en el 
capítulo de minería, dirigido por Abel Salinas, también colaborador de Cardero Peru 
S.A.C.51   

Con el camino libre en la Cordillera del Cóndor, sin quedar sometidos a la apro-
bación y supervisión de INRENA, se abría posibilidad de tentar nuevas asociaciones 
empresariales para la exploración y explotación minera en la zona. En abril del 2007 
la canadiense Dorato Resources Inc., integrante del Grupo Cardero,  hizo registrar 
en el Perú su subsidiaria Dorato Peru S.A.C. con un capital de US $ 30. Antes, en 
enero de ese año,  Ballón había desistido de cuestionar los petitorios de Afrodita que 
estaban pendientes de adjudicación legal como concesiones al tiempo que Afrodita 
desistía también de cuestionar el que los titulares de algunos derechos eran testafe-
rros de empresas registradas en el Ecuador. Como accionistas de Dorato Peru S.A.C. 
figuraron dos abogados y como apoderado legal otro miembro del Estudio Echeco-
par García EIRL que atiende los asuntos legales de Ballón y de Cardero en el Perú.52  

Las características del operativo de transferencia de Afrodita a Dorato son bas-
tante complejas porque éste supone diversos arreglos con distintas partes y bajo 
diversas fórmulas de vinculación y compra. 

Para viabilizar la estrategia de traspasar todos los denuncios de la Cordillera 
del Cóndor a la subsidiaria de Dorato Resources Inc., la Compañía Minera Afrodita 
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canceló su contrato de opción con Goldmarca Ltd. en el año 2007, aún a costa de un 
prolongado juicio arbitral cuyos costos cubrió Dorato Resources Inc.. A continuación 
en octubre de 2008 Dorato adquirió del 100% de las acciones de Afrodita a través 
de su subsidiaria en el Perú, con lo que pasa a controlar las 7 propiedades de la 
Cía. Minera Afrodita, registradas a su nombre o de Jorge Bedoya T., con 5.008 has.  
Los acuerdos entre Dorato Peru y Minera Afrodita se perfeccionaron en diciembre 
de 2008 recibiendo a cambio esta última US$ 3 millones en efectivo y 8.600.000 de 
acciones comunes, de los que ha cancelado US$ 2 millones y 7.700.000 dólares en 
acciones. Habiendo pasado a ser propiedad de Dorato Peru S.A.C., Afrodita le trans-
fiere sus derechos y activos (incluyendo sus concesiones mineras) simbólicamente 
por US$ /. 100.00.  El contrato de cesión minera fue simultáneamente firmado con 
un contrato privado cuyos términos se desconocen, salvo que, si de resolverse éste, 
el contrato público quedaría también automáticamente resuelto.

Previamente, a partir de octubre de 2007, Dorato formalizó la adquisición de las 
concesiones y petiotorios registrados a nombre de varios particulares vinculados a 
Ballón Barraza se formalizaron las primeras adquisiciones a través de 5 contratos. 
Dos de estos contratos de opción fueron celebrados directamente por Dorato Resour-
ces Inc., de Canadá, con Carlos Ballón de Cardero Peru S.A.C, para la transferencia 
de tres grupos con 46 denuncios (los grupos de propiedades Lahaina  y Maravilla) 
que abarcan 38.527 has en la parte norte de lo que Dorato denomina “Cordillera del 
Condor Property”. Por un contrato aparte, la empresa canadiense adquirió otro gru-
po de 18 denuncios denominados Vicmarama, con 14.500 has, registrados a nombre 
de un tercero, aunque los denuncios fueron negociados directamente con Dorato 
Resources Inc. por Carlos Bedoya Barraza quien se declara titular no obstante que 
recién en febrero del 2009 ha registrado en cambio de titularidad ante las autorida-
des peruanas.  

El esquema legal empleado en las adquisiciones busca esquivar cualquier impe-
dimento para que una minera extranjera opere en la frontera y cualquier consecuen-
cia negativa de que quede en evidencia la naturaleza de la operación. La empresa 
que pasa a ser titular de los denuncios con fines de exploración está registrada en el 
Perú y sus accionistas son 100% peruanos (ambos abogados del estudio Echecopar). 
Dorato conserva a Jorge Bedoya como gerente general quien sigue actuando como 
gerente de Afrodita. Además su avatar, la Compañía Minera Afrodita, adquirida por 
Dorato, cede sus derechos “solo con fines de exploración”. Se procura que en caso  
que fracasara el esquema, la Compañía Minera Afrodita se mantenga indemne para 
poder seguir operando sus concesiones, y ensayar en el futuro algún otro modelo de 
transferencia.

El contrato entre Dorato y Afrodita ha sido elaborado aplicando una lógica circu-
lar que busca distinguir a Dorato Peru S.A.C., subsidiaria en un 100% de la canadien-
se Dorato Resources Inc., de Afrodita, cuyas acciones a su vez han sido adquiridas 
en un 100% por Dorato Peru (la subsidiaria) y pero a la vez hacerlas intercambiables. 
Se trata de una fórmula artificial para tratar de distinguir a Afrodita, Dorato Peru y 
Dorato Resources Inc. en términos de su nacionalidad, para poder usar la cara que 
más convenga en los distintos contextos y momentos. En realidad, tan son una mis-
ma cosa que en diversos documentos Dorato Resurces se ha acreditado los resulta-
dos de las exploraciones de Afrodita y a algunos de los funcionarios de Dorato Peru 
y de Afrodita se les llegan a confundir los papeles en público. Además Dorato Peru 
ha dicho en un comunicado público que es subsidiaria de Dorato Resources. 

Sin lugar a dudas la canadiense Dorato Resources Inc. a través de Dorato Peru 
SAC es actualmente la principal concesionaria minera de la Cordillera del Cóndor 
dentro de la franja de 50 km vedada a las empresas que tengan asociación con ex-
tranjeros salvo que medie un Decreto Supremo refrendado por el Consejo de Mi-
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nistros, como lo establece la Constitución peruana. La operación en la Cordillera 
del Cóndor pasa a hacer parte del Grupo Cardero, una corporación integrada por 4 
empresas en Canadá dedicadas a la exploración y desarrollo de yacimientos de oro, 
uranio, plata, zinc y plomo en Argentina, México y Perú. Con relación al Cóndor y 
Dorato el Grupo Cardero también declara estar dedicado a la “exploración de un 
enorme paquete de denuncios mineros en la Cordillera del Cóndor en el norte del 
Perú”.  Este grupo empresarial declara asimismo tener la condición de “first mover” 
en áreas de clase mundial en el distrito aurífero ecuatoriano.

En el año 2008 Dorato Peru SAC-Afrodita ha llevado a cabo actividades de ex-
ploración sin contar con una autorización de la Dirección Ambiental Minera y ha 
mantenido su campamento en el puesto fronterizo peruano de El Tambo. Así y todo 
el entonces Vice Ministro de Energía y Minas, declaró en enero del 2009 “Dorato no 
existe para nosotros”, advirtiendo que si es que se comprobara que una empresa ex-
tranjera,  dentro de los 50 km de la frontera, está operando una mina o ha comprado 
realmente una mina sin el Decreto Supremo, las concesiones revertirán al Estado, 
y no a sus anteriores titulares (22.1.2009).53 En abril del 2009 se ha presentado for-
malmente una solicitud para la revocatoria de las concesiones de la Cordillera del 
Cóndor pero la autoridad competente se ha abstenido de responder y actuar como 
lo manda la Constitución. Para evitar hacerse acreedora a la sanción de caducidad 
por infringir el art. 71 de la Constitución, con fecha 9.6.2009, la Compañía Minera 
Afrodita ha inscrito en Registros Públicos la terminación de su contrato de cesión 
minera con Dorato Peru S.A.C. y así lo ha comunicado al INGEMMET. Los otros 
casos están pendientes.

Los riesgos de la minería en la Cordillera del Cóndor

Los riesgos del desarrollo de la minería en la Cordillera del Cóndor son proporciona-
les a las características de fragilidad del área, su importancia para la biodiversidad, 
para la conservación de la vida y la salud ambiental de las cuencas que nacen en la 
Cordillera (en particular el río Cenepa), así como están en función de la estrategia y 
tecnología que se emplee.54

Los datos aportados por las instituciones que han contribuido a levantar la infor-
mación científica sobre la Cordillera del Cóndor no dejan dudas acerca del impacto 
que cualquier nivel de intervención en la zona tendría sobre los flujos hídricos, la 
calidad del agua, la estabilidad del terreno, los componentes bióticos, sin contar con 
el impacto en las condiciones de vida de la población de la cuenca, la cual ha estado 
asentada en la zona desde antes de la constitución de la nación peruana. Se trata de 
un caso extremo donde no cabe la actividad minera ya que las cualquiera fuera la 
forma de intervención no habría medidas de mitigación que eviten el impacto sobre 
el conjunto de la cuenca. Como lo señaló el INRENA:

“…para la población aguaruna asentada en las partes bajas de la Cordillera es ne-
cesario e indispensable a fin de mantener su calidad de vida y sus valores culturales 
mantener con carácter de intangibilidad las partes altas de la cordillera, por la que 
vienen apoyando el establecimiento del Parque Nacional Ichigkat Muja Cordillera del 
Cóndor”.
(…)
“…los impactos que se pudieran generar como producto de la actividad de exploración 
y explotación minera afectarían directamente los objetivos de conservación de la zona 
Reservada Santiago Comaina”.55
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Aún las minería artesanal  a pequeña escala de mineros ilegales que ingresan a la 
zona y las actividades de exploración han causado impactos a nivel de la calidad 
del agua que en la inspección técnica fiscal de de enero del 2009 en la zona de las 
concesiones de Afrodita.56 El análisis del efluente de escorrentía de los desmontes de 
socavones retrabajados por Afrodita evidenciaba en el 2005 en varios puntos  valores 
de los parámetros de acidez, SST, Pb, Zn y Fe que sobrepasaban los niveles máximos 
permisibles que establece el Anexo 1 del la R.M. 011-96-EM/VMM, lo mismo que 
señala un informe de una visita fiscal de verificación realizada en enero del 2009. 

La experiencia de impacto más drástica de impacto ambiental por actividades 
de minería en la Cordillera del Cóndor se relaciona con los acontecimientos ocurri-
dos en el lado ecuatoriano en 1993 en la zona de Nambija, en el extremo occidental 
de esta cadena cuando las masivas actividades de extracción, entonces a manos de 
mineros informales, trajeron abajo una amplia sección montañosa. En este caso se 
trataba de operaciones en socavones que habían convertido los cerros en colmenas. 
Como en la región de las cabeceras del río Cenepa, la zona afectada por los de-
rrumbes de los centenares de socavones, el terreno presentaba alta fragilidad por 
tratarse de suelos de caliza. El acontecimiento, que causó la muerte de cerca de 300 
personas, se produjo después del período de lluvias y tras la ocurrencia de un leve 
sismo. Como se sabe, en las zonas más altas de la Cordillera del Cóndor la humedad 
de los suelos es notable en tanto sus cumbres actúan precisamente como “intercep-
tadoras de humedad” tratándose por lo demás de un área casi permanentemente 
cubierta por nubosidad con fuertes niveles de pluviosidad anual. De hecho, en una 
inspección realizada por las autoridades ambientales, en abril del 2005, se encontró 
filtraciones de agua en galerías recientes donde la Compañía Minera Afrodita había 
llevado a cabo actividades de exploración.57 Por su lado la Declaración de Impacto 
Ambiental de la empresa había anticipado que “por la topografía del área del pro-
yecto no habrán colapsos ni derrumbes de superficie...” a pesar de tratarse de sue-
los efímeros a superficiales, con altas precipitaciones y fuertes pendientes, factores 
todos que favorecen riesgo de erosión y que los estudios previos realizados hacían 
referencia a los regímenes de perturbación en forma avalanchas y erosión lechos ríos 
ante la perturbación de la vegetación.

Los riesgos de las actividades mineras en la Cordillera se acrecientan con la falta 
de disposición a la responsabilidad social ambiental que muestran los actuales con-
cesionarios. El “Proyecto Afrodita” mediante el cual la Compañía Minera Afrodita 
solicitó a la Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros autorización para 
explorar a partir del 2004 brinda algunos elementos para evaluar tanto el impacto 
potencial como la deleznable actitud empresarial frente a la responsabilidad am-
biental. 

Destaca el hecho del tema de agua. En la Declaración de Impacto Ambiental ori-
ginal el proyecto no hacía referencia alguna a los cuerpos de agua. Señalaba úni-
camente que se utilizaría agua de manantes en la fase de exploración “por lo cual 
no se tendrá que hacer manejo de aguas pluviales (sic)”.58 Al solicitárseles mayor 
información sobre el empleo de agua en esa fase (observación técnica N1 93-05 IN-
RENA-OGATEIRN/UGAT) la empresa descartó cualquier impacto sobre la red hí-
drica haciendo mención a la presencia del río Nangaritza, que fluye a la cuenca del 
río Santiago, no obstante que las concesiones de Afrodita se ubican en las nacientes 
del río Comaina. Precisamente, los manantes u ojos de agua a ser empleados en el 
lado peruano alimentan la cuenca del Cenepa y los lodos de perforación se verterían 
en su ámbito. De hecho, la empresa terminó por declarar que emplearía entre 3.000 y 
5.000 litros diarios de agua “retornable” en cada uno de los 17 pozos de perforación 
a lo largo de 2 meses además de 200 litros diarios para uso doméstico. Según la em-
presa, se hallaba monitoreando el agua (sin indicar de qué cuenca) con la toma de 



46

6 muestras que aún no habían sido remitidas a un laboratorio. Para cumplir con el 
requisito de una autorización para el uso de agua la empresa solicitó posteriormente 
una solicitud al distrito de riego de Bagua, quien lo otorgó sin mayor trámite.

El proyecto incluía el establecimiento de 17 plataformas de perforación diaman-
tina59. La empresa señaló que establecería pozos colectores de lodos de 3 x 2 metros 
y 1.5 metros de profundidad a cada lado de las plataformas sin hacer referencia al 
tema de los posibles rebalses ocasionados por la alta pluviosidad y sus efectos en 
una zona de fuertes pendientes y suelos altamente permeables. El anexo 4 sobre 
seguridad de manejo de sustancias incluyó información técnica sobre algunas de 
ellas (FSF Boretex, FSF-2000, FSF Liquid Pac Plus, FSF-MAX GEL, etc.). Se trata de 
sustancias para estabilizar los pozos de perforación, viscosificantes, emulsionantes 
y otras. La sección sobre identificación de peligros para la salud se limitaba a señalar 
que en caso de sobreexposición aguda o crónica los primeros auxilios consistían en 
que el personal afectado “respire rápidamente y contacte a un médico”, aunque ni 
el campamento minero ni el campamento militar peruano disponían de los servicios 
de este tipo de profesional. Más adelante la empresa presentó un certificado de una 
empresa peruana que había contratado para retirar de la zona las sustancias quími-
cas, incluyendo la betonita que se produciría en la perforación, ingresando desde el 
Ecuador. 

El informe con observaciones de Oficina de Gestión Ambiental Transectorial, 
Evaluación e Información de Recursos Naturales (OGATEIRN) del INRENA sobre 
la Declaración de Impacto Ambiental de Afrodita precisa las flagrantes omisiones de 
información detallando la necesidad de que se precisara información sobre las ca-
racterísticas del terreno, tipo de amenazas, potenciales impactos de cada actividad, 
manejo de los efluentes de lodos con especificación del diseño de las pozas colecto-
ras, georreferenciación de los sitios de intervención, operación de cierre, etc.  Desde 
una perspectiva técnica y responsable, opinaba el estudio, se requería contar con una 
línea de base que permitiera monitorear la operación, en particular tratándose de 
actividades de exploración a desarrollarse en áreas identificadas por INRENA como 
prioritarias para la conservación.60 

Los diversos informes de INRENA señalaron el riesgo de la desestabilización de 
taludes, cambios en el paisaje natural, afectación de la cobertura vegetal que capta 
la humedad, pérdida de suelos en zonas a explorar y caminos, contaminación de 
fuentes de agua, alteración de las aguas subterráneas y superficiales, impacto sobre 
la cuenca, migración de especies animales por el ruido de las operaciones y el vuelo 
de helicópteros, etc. Uno de los informes señalaba drásticamente que no se debía 
permitir a futuro la explotación a tajo abierto en la Cordillera del Cóndor.61

La mayor parte de las observaciones señaladas por el INRENA no fueron subsa-
nadas y al aprobarle el proyecto la Dirección General de Asuntos Ambientales Mine-
ros no los incorporó como requisitos toda vez que ya estaba en marcha el proyecto 
de recortar el Parque lo que, ventajosamente para la empresa, retrotraía al Proyecto 
Afrodita de la fiscalización de INRENA. En general, la empresa insistió en señalar 
que las condiciones que le eran planteadas para mejorar el manejo ambiental y la 
seguridad de las operaciones de exploración no le eran exigibles. Lo grave es que 
el gerente de la Compañía Minera Afrodita tenía graves antecedentes de impacto 
ambiental en la región de Puno donde al año siguiente (2006) la Dirección Ambiental 
Minera regional constató graves responsabilidades de su empresa Consorcio Ana-
nea en la contaminación del río Ramis.62  

El impacto social del desarrollo de la minería en la Cordillera del Cóndor no es 
tratado por la Declaración de Impacto Ambiental que la Compañía Minera Afrodita 
presentó en el 2004 a pesar de que la documentación establece que la comunidad 
más cercana (Antiguo Kanám) está a 5 km del campamento donde preveía realizar 
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actividades. En todos los documentos la empresa ha insistido en que el impacto de 
las operaciones de exploración es localizado y siempre ha evitado responder a la 
exigencia de definir el área de impacto, supuestamente limitado a 3.5 hectáreas. Lo 
que la empresa ha procurado en todo momento es negar el hecho de que las opera-
ciones en la parte alta tienen necesariamente impacto sobre el conjunto de la cuenca 
donde se hallan asentadas las comunidades. Entre las observaciones del INRENA a 
la solicitud de autorización para explorar en el llamado Proyecto Afrodita se señaló 
enfáticamente que es necesario delimitar el área de impacto desde una perspectiva 
ambiental y social. 

Varios documentos hacen ver asimismo que la autorización de realizar activida-
des mineras contraviene los acuerdos previos establecidos por el Estado con la po-
blación local. También llaman la atención acerca del cumplimiento del procedimien-
to de participación ciudadana tanto para informar a la población sobre alcances de la 
exploración minera y determinar participación de las comunidades en el monitoreo 
ambiental ya que en octubre del 2004 la empresa había obtenido una autorización de 
parte de dirigentes Awajún tras informarles que las actividades se limitarían al “re-
cojo de rocas del suelo para análisis” aunque preveía la realización de perforaciones 
diamantinas63. 

La nueva Declaración de Impacto Ambiental presentada por la Compañía Mine-
ra Afrodita en agosto del 2009 para operaciones por 6 meses no atiende a las pautas 
propuestas por INRENA tratándose de un área de gran fragilidad. Tampoco define 
adecuadamente el área de impacto del proyecto limitándose a señalar el área donde 
habrá afectación directa de la vegetación y movimiento de tierras como si no tuvie-
ran más efectos que los locales.

El contexto de los conflictos socioambientales en el Perú

El Perú ha entrado a una etapa de drástica intensificación de las actividades extrac-
tivas en la Amazonía. Desde el 2004, de los 75 millones de hectáreas que representan 
la Amazonía peruana, más de 53 millones de hectáreas están cubiertas por lotes de 
hidrocarburos, lo que representa el 70% lotizada incluso sobre Áreas Naturales Pro-
tegidas, territorios para pueblos indígenas en situación de aislamiento voluntario y 
territorios titulados a las comunidades nativas. Asimismo, las actividades mineras 
se han incrementado espectacularmente. Mientras que la inversión en exploración 
a nivel mundial aumentó 90% y se multiplicó cuatro veces en América Latina entre 
1990 y 1997, en el Perú creció 20 veces64. En el período 2002-2008 el área territorial 
que ocupaba la minería pasó de 7.452.233 hectáreas a algo más de 17 millones de 
hectáreas. 

Concurrentemente, de acuerdo con la Defensoría del Pueblo más del 50% de los 
conflictos sociales en el Perú obedecen a causas socioambientales y 71% de éstos 
están relacionados con la actividad minera. Esa conflictividad está directamente re-
lacionada con la falta de respeto a los derechos de las comunidades locales y una 
actitud explícita de parte del gobierno y la industria minera, que percibe que las 
comunidades constituyen un obstáculo para promover la inversión.  

De otro lado, pese a la progresiva mejora en los estándares y condiciones para el 
desarrollo de las actividades mineras e hidrocarburíferas desde la década de 1990, 
el Estado no muestra voluntad política y se revela continuamente su incapacidad 
institucional para vigilar, prevenir y mitigar la contaminación ambiental (Defensoría 
del Pueblo 2007; Banco Mundial 2005). Esto se refleja en la falta de confianza y credi-
bilidad que tienen las instituciones estatales vinculadas al tema de minería frente a 
las cuales la población resiente que aquellas están del lado de las empresas antes que 



48

de los ciudadanos y que retienen información relativa a la contaminación potencial 
o efectiva.

Los casos emblemáticos de la explotación petrolera en el río Corrientes, donde la 
explotación afecta los territorios de los pueblos Achuar, Kichwa y Urarina, y el de 
La Oroya, constituyen ejemplos extremos y alarmantes de esa incapacidad y falta de 
voluntad. En el caso del Corrientes recién 13 años después de puestas en vigencia 
las normas ambientales de 1993 el Estado ha obligado a remediar la grave contami-
nación ocasionada, que se refleja en la presencia de plomo y cadmio en la sangre 
de los pobladores y en un grave daño ambiental, ha establecido la obligación de 
reinyectar las aguas de producción.   Diez años después de implementada la legis-
lación el Estado reconoció que había llevado a cabo un deficiente control ambiental 
por no haber realizado inspecciones de campo pese a las continuas denuncias de la 
población local.

En el caso del complejo metalúrgico de La Oroya privatizado hace 15 años, la em-
presa Doe Run ha obtenido 4 prórrogas del Plan de Adecuación y Manejo Ambiental 
inicialmente pactado. Entre tanto los estudios del Ministerio de Salud revelan que 
los niños de La Oroya antigua tienen en promedio 21 microgramos de plomo por 
decilitro de sangre aunque algunos llegan a alcanzar los 65 mg, cuando de acuerdo 
con la Organización Mundial de la Salud el máximo permisible es 10 mg/dl.

Debilita el rol supervisor del Estado el hecho de que la Autoridad encargada de 
promover la inversión en minería tiene a la vez la competencia para determinar la 
viabilidad ambiental mediante la aprobación de los Estudios de Impacto Ambiental 
y Declaraciones de Impacto Ambiental constituyéndose el Ministerio de Energía y 
Minas en juez y parte. De esta manera los estudios que deberían generar una seria 
evaluación de la sostenibilidad ambiental y social de la actividad se convierten en 
poco más que un trámite administrativo. La creación del Ministerio del Ambiente en 
el 2008, que no tiene competencia en la revisión y aprobación de los EIA ni aún en 
la fiscalización de las actividades mineras y petroleras, no constituye en ese sentido 
un avance significativo. Asimismo, queda con el Ministerio de Energía y Minas la 
facultad de regular las normas ambientales.

Esta situación crea una situación de indefensión ciudadana frente a los grandes 
intereses mineros, lo que se ve agravado por los hechos de corrupción involucrados 
en el otorgamiento de concesiones. El caso denunciado en octubre del 2008 relacio-
nado con la concesión de 5 lotes petroleros muestra el grado de corrupción existente 
en el directorio de Perupetro, lo que ha llevado a algunos analistas a plantear que 
la lógica del acelerado ritmo de otorgamiento de concesiones no responde sólo a un 
compromiso con una política de fomento a la inversión sino con la oportunidades de 
beneficio personal mediante la percepción de comisiones ilícitas. En caso del recorte 
inconsulto de la propuesta original de creación del Parque Nacional Ichigkat Muja 
deja abierta la inquietud de que en las delicadas decisiones  tomadas por el Estado 
hayan intervenido irregularmente relaciones políticas y económicas. 

Derechos vulnerados y necesidad de medidas cautelares

En agosto del 2009 ODECOFROC presentó ante Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial de la ONU en su 75 Sesión una solicitud bajo el procedimiento 
de Acción Urgente a fin de evitar daño inminente e irreparable a los Pueblos Awajún 
y Wampis que habitan en el Distrito fronterizo de El Cenepa, Provincia de Condor-
canqui, Departamento de Amazonas.65

El documento plantea que “se requiere la atención del Comité debido a que el 
Estado del Perú ha incumplido sus obligaciones en torno a la protección de los terri-
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torios indígenas, ha violado el derecho indígena a participar de las decisiones relativas 
al modelo de desarrollo que el Estado promueve en dichos territorios y ha violado el 
derecho a la consulta del cual son titulares los pueblos que los habitan, invisibilizán-
dolos y en consecuencia marginándolos y discriminándolos. Asimismo, al autorizar 
labores de exploración minera con la perspectiva de autorizar actividades de explota-
ción, amenaza de manera grave, inminente e irreversible, los derechos a la vida, a la 
salud, a la identidad étnica y a la libre autodeterminación de los Awajún y Wampís”.

Asimismo que “La situación es urgente y de suma gravedad porque la zona en 
la cual se van a desarrollar estas actividades mineras de exploración y de posterior 
explotación es ecológicamente muy vulnerable y además alberga diversas cabeceras 
de cuenca situadas en zonas montañosas altas de donde descienden los recursos hí-
dricos de los que dependen las comunidades Awajún y Wampis para su subsistencia 
y reproducción física y cultural”, siendo el caso que “existe un cuadro persistente 
de discriminación económico-social en perjuicio de Awajún y Wampis” y habiendo 
manifestado públicamente la empresa dueña de las concesiones su voluntad de rei-
niciar sus trabajos de exploración “manifestando que reconocen como único marco 
legal la legislación minera del Estado”.

Se considera en el documento que “Estas acciones configuran una vulneración 
de las obligaciones que ha adquirido el Perú por mandato de la Convención Inter-
nacional para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, en lo 
referido a la igualdad ante la ley en cuanto el disfrute de los derechos consagrados 
en el Artículo 5, en particular los derechos a la propiedad (5d, inciso v) y el derecho 
a la salud pública (5e, inciso iv), además el derecho a la seguridad personal (5b); y el 
derecho a la cultura (5e, inciso vi). 

Los hechos sometidos a consideración del Comité para la Eliminación de la Dis-
criminación Racial de la ONU que representan una vulneración de derechos son los 
siguientes:

1.	 El área cedida a intereses mineros es territorio ancestral Awajún y Wampis 
a quienes no se les ha consultado ni obtenido de ellos su consentimiento.

2.	 El Estado peruano demora y pone obstáculos a la titulación de tierras 
Awajún y Wampis.

3.	 El Estado peruano incumple su obligación de proteger el derecho a un me-
dio ambiente sano y equilibrado de los Awajún y Wampis al evitar preser-
var y proteger la diversidad biológica y el medio ambiente presentes en sus 
territorios.

4.	 Presión minera contra áreas naturales protegidas en territorios indígenas.
5.	 El organismo estatal INRENA reconoció la imposibilidad de realizar activi-

dad minera en el territorio Awajún pero dio su opinión favorable a petito-
rios mineros y a la reducción del Parque Ichigkat Muja.

6.	 El Estado no tiene voluntad política ni capacidad institucional para prevenir 
ni mitigar la contaminación ambiental sobre territorios indígenas.

7.	 El otorgamiento de derechos mineros se efectúa en explícito y abierto desco-
nocimiento del derecho a la consulta y la libre determinación de los Awajún 
y Wampis.

8.	 Continuidad de la inminencia de graves conflictos con la consiguiente afec-
tación de derechos humanos.

9.	 Incidentes recientes de conflicto provocados por falta de consulta.
10.	 Observaciones y recomendaciones internacionales efectuadas al Perú que 

hasta la fecha no encuentran acogida gubernamental.
11.	 Persistente discriminación en el goce de los derechos económicos y sociales en 

perjuicio de los pueblos Awajún y Wampis del departamento de Amazonas.
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12.	 Política de impunidad frente a la violencia cometida por fuerzas policiales 
contra indígenas Awajún y Wampis.

13.	 Declaraciones graves y persistentes racistas y denigrantes contra los pue-
blos indígenas por parte de personalidades públicas, periodistas y medios 
de comunicación, fomentadas o toleradas por el Gobierno.

14.	 Los derechos al Territorio y la Salud de los Pueblos Indígenas en el derecho 
internacional.

15.	 Incompatibilidad jurídica entre la legislación nacional minera y los dere-
chos indígenas.

Acciones legales emprendidas y situación actual

Para los Pueblos Awajún y Wampis el territorio sano es la base de su existencia y 
la garantía del futuro de las generaciones venideras. De allí que desde antes de la 
constitución de la República del Perú hayan mantenido una defensa inquebrantable 
de sus territorios y hayan llevado a cabo una búsqueda permanente de la seguridad 
jurídica para éstos. 

Estos Pueblos tienen la absoluta certeza acerca de la necesidad de conservarla 
para garantizar sobre todo la salud de la cuenca del Cenepa y sus habitantes. Esto se 
expresa en los valores culturales y las tradiciones referidas a la sacralidad de esa área 
y en los patrones tradicionales y vigentes de conservación de la misma a través de 
diversos preceptos y prácticas culturales. Lo mismo ha sido confirmado pos los es-
tudios científicos llevados a cabo por diversas instituciones de reconocida seriedad 
como el Missouri Botanical Garden y los estudios para el establecimiento de un área 
natural protegida a cargo de Conservación Internacional, INRENA y otros. 

Ante la aparición de la amenaza de la minería en la Cordillera del Cóndor y 
el riesgo de afectar esta área que cumple una función fundamental en el manteni-
miento de los ciclos biológicos  de la cuenca del Cenepa, las comunidades Awajún y 
Wampis han llevado a cabo una defensa sostenida de su derecho a ser consultados 
y ser respetada su opinión, de su derecho a la salud y de la legalidad establecida. 
Con relación a las concesiones mineras en la Cordillera del Cóndor y el riesgo de 
afectación al área natural protegida pactada con el Estado estas organizaciones han 
realizado gestiones y denuncias documentadas desde el año 2001.  Después del re-
corte de la propuesta original de creación del Parque Nacional Ichigkat Muja y la 
Demanda de acción Popular formulada por la Asociación Interétnica de Desarrollo 
de la Selva peruana (AIDESEP) contra el DS 023-2007-AG en setiembre del 2007, 
las organizaciones de las comunidades nativas del Cenepa han dirigido numerosos 
documentos en garantía de sus derechos dirigidos a la empresa, al Ministerio de 
Energía y Minas, a la autoridad ambiental, a los municipios distrital y provincial, al 
Congreso y al gobierno regional de Amazonas.  

Más específicamente en el año 2009 ODECOFROC ha llevado a cabo las siguien-
tes acciones legales:

•	 Denuncias administrativas ante el Ministerio de Energía y Minas: 
	 Presentadas el 13 de abril de 2009
	 Se refieren a 3 de las numerosas concesiones mineras en la Cordillera del 

Cóndor a nombre de la Compañía Minera Afrodita, Carlos Ballón Barraza 
y Víctor Álvarez Martínez, todas ellas transferidas a Dorato Resources Inc. 
y Dorato Peru S.A.C. 

	 De las tres denuncias, una ha sido objeto de una resolución rechazándola 
alegando que la con fecha 9.6.2009 la Compañía Minera Afrodita ha ins-
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crito en Registros Públicos la terminación de su contrato de cesión minera 
con Dorato Peru S.A.C. 

•	 Llamamiento Urgente ante el Relator James Anaya.
	 Presentado el 17 de junio en Bagua 

•	 Acción Urgente ante el CERD de la ONU.
	 Presentada el 3 de agosto electrónicamente al CERD y en versión impresa el 11 de 

agosto

Petitorio

1.	 Cancelación de concesiones

Las concesiones otorgadas en la Cordillera del Cóndor se hallan en territorio de 
los pueblos Awajún y Wampis. Así lo ha reconocido el Estado peruano desde hace 
mucho tiempo. Sin embargo, las concesiones otorgadas y los numerosos denuncios 
procesados que se ubican en la Cordillera del Cóndor no han sido objeto de consulta 
como lo manda el Convenio 169 de la OIT y la Resolución Legislativa Nº 26253, así 
como lo establece la Declaración de Derechos Indígenas de las Naciones Unidas. 

La legislación minera nacional no puede contradecir los derechos indígenas re-
conocidos por pactos internacionales firmados soberanamente por el Estado perua-
no. El derecho a la consulta es un derecho permanente que se aplica incluso a las 5 
concesiones fueron otorgadas con anterioridad a ratificación del Convenio 169 de la 
OIT por el Congreso peruano, por hallarse éstas en territorio de los Pueblos Awajún 
y Wampis como lo reconoce el Estado. Si estas áreas no habían sido reconocidas, 
inscritas y tituladas a favor de los Pueblos Awajún y Wampis fue porque se trataba 
de una zona en litigio con el Ecuador que las autoridades nacionales alegaron re-
quería estar bajo control militar. Estas concesiones interfieren además con la política 
ambiental del Estado peruano que identifica la Cordillera del Cóndor como área 
prioritaria de conservación.

El Ministerio de Energía y Minas alega que el otorgamiento de concesiones no re-
quiere ser sometido a consulta como lo manda el Convenio 169 de la OIT porque las 
concesiones no tienen consecuencias de por sí al requerir que los titulares sometan 
sus proyectos mineros a la aprobación de Estudios de Impacto Ambiental y Decla-
raciones de Impacto Ambiental. Estos instrumentos administrativos sólo requieren 
de evidencia de haber informado a las comunidades locales afectadas mediante el 
procedimiento de “participación ciudadana”. Además de contradecir el derecho in-
alienable a la consulta oportuna, informada y de buena fe, tal argumento es falso o 
ilusorio. Así lo evidencia el hecho de que la mera existencia de 5 concesiones en la 
Cordillera del Cóndor se usó para justificar la reducción inconsulta de la propuesta 
original de creación del Parque Nacional Ichigkat Muja – Cordillera del Cóndor. 

La mayor parte de las concesiones y denuncios mineros que se ubican en la Cor-
dillera del Cóndor se originan en el anuncio de que se iba a proceder a recortar la 
propuesta original de creación del Parque Nacional Ichigkat Muja – Cordillera del 
Cóndor como lo demuestra la documentación que revela que los diversos peticio-
narios actuaron una vez que los estudios de abogados les informaron de la decisión 
tomada por el Estado de proceder al recorte. 

Cualquiera sea la escala de la actividad minera, los procedimientos a emplearse y 
los planes de mitigación a implementarse, sus impactos en la Cordillera del Cóndor 
serán irremediables en el sentido de que se verá afectada su función en la conserva-
ción y sostenimiento de los flujos hídricos, la cual depende de la conservación de la 
vegetación que retiene la humedad que sustenta al conjunto de la cuenca del río Ce-
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nepa cuyas nacientes se encuentran íntegramente en la Cordillera. Tal como lo esta-
bleció el INRENA, “…los impactos que se pudieran generar como producto de la actividad 
de exploración y explotación minera afectarían directamente los objetivos de conservación de 
la zona Reservada Santiago Comaina”.66

Por las características del terreno y de los suelos la remoción de tierra genera el 
riesgo inminente de erosión y deslizamientos de tierra lo cual tiene a su vez el riesgo 
de colmatar los estrechos cauces de agua de las nacientes de los ríos y generar ciclos 
de inundaciones, además de afectar la cobertura vegetal. Aún las actividades de 
exploración llevadas a cabo por una empresa minera y la limitada actividad extrac-
tiva ilegal se ha comprobado que tiene el efecto de acidificar el agua, afectando a la 
fauna ictiológica local, y de elevar los parámetros de SST, Pb, Zn y Fe por encima 
de los niveles permitidos. Por eso es que el INRENA se pronunció en su momento 
señalando que la exploración de esas concesiones mineras eran  “incompatibles con 
las condiciones naturales del Área Natural Protegida” y se opuso “en aplicación del 
principio precautorio”67. Asimismo declaró que 

“…para la población aguaruna asentada en las partes bajas de la Cordillera es necesario 
e indispensable a fin de mantener su calidad de vida y sus valores culturales mantener 
con carácter de intangibilidad las partes altas de la cordillera, por la que vienen apoyan-
do el establecimiento del Parque Nacional Ichigkat Muja Cordillera del Cóndor”. 68

Las comunidades Awajún y Wampis de la cuenca del río Cenepa tienen el derecho a 
vivir en un ambiente sano.

2.	 Investigación de irregularidades

Distintas irregularidades han sido detectadas en relación al recorte de la propuesta 
original de Parque Nacional Ichigkat Muja – Cordillera del Cóndor. Éstas han inter-
ferido con los resultados del proceso de consulta llevado a cabo por el Estado con 
las comunidades Awajún y Wampis y sus organizaciones para la categorización de 
la Zona Reservada Santiago-Comaina desde el año 1999, y han favorecido desequili-
bradamente a los intereses mineros. Mínimamente se demanda lo siguiente:

•	 Se demanda una investigación acerca de la participación interesada del repre-
sentante de una empresa minera (Afrodita) en las reuniones de la comisión 
multisectorial establecida para analizar temas de política ambiental y fronteri-
za entre julio y noviembre del 2005 e integrada por los sectores de Agricultura, 
Defensa y Relaciones Exteriores. En cualquier caso a estas reuniones no fue-
ron convocadas las comunidades nativas e indígenas que eran también partes 
interesadas con derechos sobre el área en cuestión. De estas reuniones resultó 
el acuerdo de que el INRENA debía declarar la compatibilidad de las activi-
dades mineras, decisión antitécnica de la que resultó la medida de recortar el 
Parque Nacional de forma inconsulta.

•	 Se demanda la investigación de la posible injerencia política del Ejecutivo en 
la decisión de recortar la propuesta de creación del Parque Nacional Ichigkat 
Muja- Cordillera del Cóndor en virtud de estrechos vínculos políticos entre el 
mayor concesionario mineros del área y el partido de gobierno.

•	 Se demanda una investigación sobre los términos de los acuerdos establecidos 
entre la Compañía Minera Afrodita S.A.C. y/o la empresa Dorato Peru S.A.C. 
y el Ministerio de Defensa en virtud de los cuales éstas han utilizado el Puesto 
de Vigilancia Tambo como campamento minero y la guarnición Chávez Valdi-
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via como centro de operaciones, así como los términos de acceso a los vuelos 
de carga con helicópteros militares, los cuales constituyen recursos públicos y 
ameritan un tratamiento transparente.

•	 Se demanda una investigación de las causas por las que la Compañía Minera 
Afrodita no ha sido sancionada por haber llevado a cabo actividades de explo-
ración consistentes en perforaciones diamantinas desde 7 plataformas antes 
de contar con autorización para ello, hecho que fue constatado en el informe 
de una inspección técnica fiscal aprobada para la Dirección de Fiscalización 
Minera (Informe Nº 530-2005-MEM-DGM-FMI/SM). Asimismo una inves-
tigación acerca de por qué la empresa no ha sido sancionada por no haber 
cumplido la recomendación del 2005 de taponar, disponer y remediar los 9 
socavones y 9 depósitos que constituyen pasivos ambientales que se encuen-
tran en las concesiones otorgadas a la Compañía Minera Afrodita dentro del 
plazo que señala la ley, los que han sido hallados en las mismas condiciones 
durante la inspección técnica fiscal realizada por OSINERGMIN (Organismo 
Supervisor de la Inversión en Energía y Minería) en enero del 2009 que esta-
blece que la empresa ha continuado utilizando los antiguos socavones.

•	 Se demanda una investigación acerca de por qué no ha tenido consecuencias 
sobre la titularidad de sus concesiones el hecho de que se haya comprobado, 
como lo declaró el Canciller García Belaúnde ante el Congreso en setiembre 
de 2006 y lo denunciaron varios soldados Awajún, que en el tráfico ilegal a tra-
vés de la frontera, mediante el cual ingresaban mineros ecuatorianos pagando 
un “peaje”,  estuviera involucrado el gerente de la Compañía Minera Afrodi-
ta. Asimismo, el de esta misma persona después de denunciar el ingreso de 
mineros ecuatorianos para presionar al Estado a optar por el apoyo a las em-
presas mineras peruanas admitiera ante las autoridades que para acceder a su 
concesión a través del Ecuador había hecho un convenio con las cooperativas 
de mineros ecuatorianos y con el propie ejército ecuatoriano. 

•	 Se demanda una investigación acerca de por qué las comunidades Awajún 
y Wampis del Cenepa no han sido oportunamente informadas acerca de las 
evidencias de contaminación determinadas por los técnicos del Ministerio de 
Energía y Minas y OSINERGMIN que inciden en la calidad y características 
del agua de las nacientes del río Cenepa.

3.	 Restablecimiento de las condiciones jurídicas previas al recorte de la 
	 propuesta original del Parque Nacional Ichigkat Muja – Cordillera del Cóndor

La propuesta de creación del Parque Nacional Ichigkat Muja - Cordillera del Cóndor 
fue producto de un largo proceso de construcción de consensos y conocimientos 
con participación de las comunidades Awajún y Wampis en el marco de actividades 
conducidas por la autoridad ambiental INRENA responsable de la categorización de 
la Zona Reservada Santiago-Comaina. 

En el marco de este proceso los Pueblos Awajún y Wampis acordaron que esa 
parte de sus territorios tradicionales fuera designada como área natural protegida a 
fin de contribuir al proceso de paz, dando estabilidad a la frontera recién delimitada, 
y de garantizar esta área ecológicamente vulnerable que tiene importante valor para 
la conservación y para la salud ambiental de la cuenca del río Cenepa. En ese mismo 
marco se determinó que convenía dar a toda el área de la Cordillera la categoría de 
“Parque Nacional” la cual constituye un tipo de área de uso indirecto, de protección 
intangible, es decir donde no se permite la extracción de recursos naturales y ningún 
tipo de modificación del ambiente natural; sólo permiten la investigación científica 
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no manipulativa y actividades turísticas, recreativas, educativas y culturales bajo 
condiciones debidamente reguladas. Específicamente los parques nacionales son 
creados en áreas que constituyen muestras representativas de las grandes unidades 
ecológicas del país donde se protege la integridad ecológica de uno o más ecosiste-
mas, las asociaciones de flora y fauna silvestre, los procesos sucesionales y evoluti-
vos, así como características paisajísticas y culturales. 

La definición del área a ser incluida en la categoría de Parque Nacional fue re-
sultado de importantes investigaciones científicas llevadas a cabo por instituciones 
independiente y por el INRENA en el marco del proyecto PD 3/00 Rev.2(F) “Paz y 
Conservación Binacional en la Cordillera del Cóndor, Ecuador-Perú (Componente 
peruano)”. Por el contrario, la decisión de recortar la propuesta original de creación 
del Parque Nacional Ichigkat Muja- Cordillera del Cóndor no fue resultado de un 
estudio científico, o siquiera un informe técnico, que evaluara las consecuencias de 
tal recorte en términos de la conservación de la Cordillera y de la protección de la 
cuenca del río Cenepa. En recorte fue creado basándose en los mismos fundamen-
tos técnicos y científicos en los que INRENA se basó para proponer la creación del 
Parque Nacional protegiendo todas las cumbres de la Cordillera del Cóndor con una 
extensión de 152.873 has.

El restablecimiento de las condiciones jurídicas previas al recorte de la propuesta de 
creación del Parque Nacional Ichigkat Muja- Cordillera del Cóndor –en cuya formu-
lación participaron las comunidades- favorece la preservación de los derechos de los 
pueblos Awajún y Wampis en tanto mantiene sus derechos al territorio y a la salud.  

4.	 Ampliación y titulación de las comunidades Awajún y Wampis colindante 
	 con el Parque Nacional Ichigkat Muja – Cordillera del Cóndor

El Estado peruano no ha cumplido plenamente con su obligación de reconocer la 
titularidad ancestral de los Pueblos Awajún y Wampis sobre sus territorios tradicio-
nales a pesar de que ellos se lo vienen solicitando por lo menos desde 1977. 

Con referencia al área de la Cordillera del Cóndor en 1999 mediante una asamblea 
en la que participaron las entidades responsables de la categorización de la Zona Re-
servada Santiago-Comaina, los Pueblos Awajún y Wampis accedieron a la creación 
del Parque Nacional sobre esta parte de su territorio tradicional a condición de que 
paralelamente a la definición del área a ser delimitada para el área natural protegida 
se iniciaran las acciones destinadas a concluir la ampliación de sus comunidades de 
modo de establecer la total colindancia entre éstas y aquella. Para ello se firmó un 
convenio de cooperación técnica y se realizó un levantamiento de información espa-
cial y socio-económica pero el Estado no cumplió con completar la ampliación de 9 
comunidades. Las comunidades que restan ser ampliadas de acuerdo a la propuesta 
de delimitación son Ajuntai Entsa, Kusu Numptkeim, Pagki, Sawientsa, Tagkegip, 
Tunas, Tunim, Uchi Numptkaim y Wée. El área que abarcan estas ampliaciones es 
de 67.185 has, con lo cual se podría dar por concluido el proceso de ordenamiento 
territorial de la cuenca del río Cenepa una vez que se restituya el Parque Nacional 
Ichigkat Muja a su extensión y límites originalmente previstos.  

Los obstáculos gubernamentales a titular tierras indígenas estarían motivados 
por el interés de entregarlos en concesión a empresas extractivas hidrocarburíferas, 
forestales y mineras bajo la inconstitucional tesis de que las tierras no tituladas se-
rían tierras libres y por tanto de plena disponibilidad del Estado. No es dable que el 
Organismo de Formalización de la Propiedad Informal (COFOPRI) pretenda que las 
comunidades continúen solventando el proceso de regularización de la propiedad, 
con costos por encima de los precios del mercado.
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Asimismo, que requiere que el Estado cumpla con hacer entrega de los contratos 
de “cesión de uso” a favor de las comunidades mediante los cuales se “regulariza” 
legalmente la posesión de las áreas que el Estado no titula por tratarse de suelos con 
capacidad mayor de uso F (de vocación forestal) o X (de protección).

5.	 Medidas cautelares para la protección de la cuenca del río Cenepa frente 
	 a hechos irreversibles

En tanto no se cancelen las concesiones y se inscriba la Cordillera del Cóndor en el 
Catastro de áreas restringidas a la actividad minera, son necesarias medidas cautelares 
para la protección de la cuenca del río Cenepa frente a hechos irreversibles que puedan 
ser ocasionados por intervenciones mineras de cateo y prospección (que son pasibles 
de ser realizadas reaprovechando los socavones que la Compañía Minera Afrodita no 
ha cumplido con taponar, disponer y remediar), por actividades de exploración y de 
explotación que cuenten o no con aprobación toda ver que la capacidad institucional 
para vigilar las intervenciones en la zona son extremadamente limitadas.

Se requiere que  OSINERGMIN y la Fiscalía Especializada en Materia Ambiental 
del Distrito Judicial de Amazonas realicen inspecciones periódicas de la zona para 
verificar el cumplimiento de sus recomendaciones. Asimismo, que el Municipio Dis-
trital de El Cenepa en cuya jurisdicción se encuentran las cabeceras del río Cenepa 
en la Cordillera del Cóndor, asuma la responsabilidad de prevenir el daño ambiental 
coordinando con las autoridades comunales y con las autoridades nacionales. 

A fin de evitar que siga ocurriendo el ingreso irregular de mineros procedentes de 
Ecuador para trabajar en el lado peruano de la Cordillera del Cóndor se requiere que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores aborde en términos diplomáticos con Ecuador 
el tema de la necesidad de controlar estos ingresos de mineros informales ecuatoria-
nos y las consecuencias ambientales de sus actividades. No hay constancia de que 
hasta la fecha la Cancillería haya abordado al más alto nivel este asunto que arriesga 
la estabilidad de la frontera, la salud ambiental de la zona. Además, el asunto intro-
duce potencialmente comportamientos irregulares en el personal responsable de los 
puestos militares de la zona, asunto que ha sido materia de varias denuncias reali-
zadas por ODECOFROC, una investigación congresal y de un proceso disciplinario 
que condujo en setiembre del 2009 a la separación de personal hallado responsable 
de cobrar un ilícito “peaje” para permitir el tránsito de mineros informales por parte 
del Ministerio de Defensa. 

Una vez restituido el Parque Nacional a sus linderos y extensión originales se 
debe capacitar a guardaparques indígenas en materia de control y prevención de 
ingreso de mineros informales.

 
6.	 Asesoría a la población para mantener sus trabajos tradicionales de minería 	
	 fluvial sin mercurio

Por lo menos desde la década de 1930 los habitantes indígenas del Cenepa han rea-
lizado actividades esporádicas de lavado de oro aluvial en los ríos de la cuenca del 
Cenepa como en otros ríos de la región para obtener ingresos y estacionales. Tradi-
cionalmente esta actividad de ha realizado sin el empleo de mercurio garantizando 
así que los ríos no sean contaminados. En los últimos años sin embargo, se ha empe-
zado a emplear en la región mercurio para recuperar el oro con mayor eficiencia y 
productividad, perdiéndose en varias comunidades los conocimientos para procesar 
el oro lavado sin mercurio. 
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En la actualidad existen tecnologías alternativas que tienen la capacidad de recu-
perar partículas menores a 60 micras pero en la región se carece de información y 
medios de capacitación. Existen además iniciativas a favor del la minería artesanal sin 
mercurio que recompensan a través de mercados de comercio justo a los productores 
de oro no amalgamado con mercurio (certificados de oro “Fairminded”) empleando la 
concentración gravimétrica de flotación o de selección manual u otras tecnologías al-
ternativas. Con ello también se evita que en el proceso de recuperación el mercurio se 
evapore poniendo en riesgo de salud no sólo de los extractores sino de sus familias. 

Se requiere que las comunidades cuenten con asesoría para recuperar las tecno-
logías tradicionales e implementar tecnologías alternativas. Asimismo se requiere 
asesoría profesional para orientar la organización de los productores indígenas de 
oro aluvial y hacerse elegibles para ser parte de en una red de comercio justo para su 
producto y conectarse con ésta.
6.	 Estudio participativo de alternativas económicas para el Cenepa en base a la 	
	 conservación y recuperación de biodiversidad

La cuenca del río Cenepa abarca actualmente a 54 asentamientos indígenas que ha-
cen parte de las comunidades tituladas Awajún y Wampis. Por las características del 
terreno la zona presenta limitaciones para una producción agrícola intensiva o la 
extracción forestal maderable. Las familias de las comunidades Awajún y Wampis 
tienen junto a su producción destinada al sustento alimenticio familiar y al inter-
cambio local y a la extracción estacional de oro aluvial, una pequeña producción 
de excedentes (aves, plátanos, maní, maíz) a cambio de los cuales obtienen ingresos 
monetarios para hacer frente a los gastos e inversiones familiares. 

En los últimos años ODECOFROC ha impulsado un proyecto para recuperar las 
antiguas plantaciones familiares de cacao, mejorarlas e introducir nuevas varieda-
des con lo que las familias mejoren sus ingresos cuando estas plantaciones estén en 
producción. Asimismo, ha impulsado el establecimiento de piscigranjas así como la 
revegetación de purmas con especies forestales maderables valiosas, árboles frutales 
y especies forestales no maderables lo cuales tienen el potencial para mejorar la ali-
mentación y crear ingresos complementarios a futuro.  Existen también programas 
que alientan la conservación in situ de la biodiversidad en especial de especies de 
alto valor nutricional.  

Se considera necesario que se lleve a cabo un estudio participativo mediante el 
cual se puedan identificar alternativas económicas para las familias de las comuni-
dades que aporten a la conservación y recuperación de la biodiversidad a la vez que 
tengan el potencial de fortalecer los recursos nutritivos locales y generar ingresos 
complementarios. Un estudio así debe ser diseñado desde su incepción y metodolo-
gía con participación de las organizaciones.
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Notas

1	 Los epígrafes entrecomillados provienen de intervenciones de líderes comunales en una Asamblea de 
ODECOFROC, 18 de agosto 2009.

2	 Observaciones Finales, Suriname, CEDRCEDR/C/64/CO/9 (28 abril 2004).
3	 Recomendación general N° XXIV, relativa a todas las personas de distintas razas, grupos nacionales/ 

étnicos o Pueblos Indígenas.
4	 Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos: Chile 30/03/1999; párrafo 22. 
5	 Caso del Pueblo Saramaka v. Surinam, supra, párr. 134.
6	 Ello es así porque (45) “Bajo los criterios de derecho internacional aplicables, los derechos de propiedad de 

los pueblos indígenas sobre las tierras y los recursos naturales no se limitan a las áreas, como son las 
comarcas, ya tituladas o delimitadas por el Estado a favor de estos pueblos. Independientemente de 
lo dispuesto en el ordenamiento jurídico interno, el derecho internacional establece que los pueblos indígenas 
tienen derechos a las tierras y los recursos naturales que han utilizado u ocupado tradicionalmente, y que el 
Estado tiene la obligación de reconocer y proteger estos derechos. La Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos ha reconocido estos derechos y la obligación correlativa de los Estados de protegerlos, estableciendo que 
la posesión tradicional de las tierras se ve amparada como derecho de propiedad en virtud del artículo 
21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos28. Por su parte, en términos similares a lo dispuesto 
en el Convenio 169 de la OIT, el Convenio 107 establece en su artículo 11 que “[s]e deberá reconocer el derecho 
de propiedad, colectivo o individual, a favor de los miembros de las poblaciones en cuestión sobre las tierras 
tradicionalmente ocupadas por ellas”.

7	 “Principios internacionales aplicables a la consulta en relación con la reforma constitucional en materia de de-
rechos de los pueblos indígenas en Chile”. Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Situación de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Indígenas, 24 de abril de 2009. Enfatizados 
y subrayados nuestros. Esto que se afirma en relación a un procedimiento de producción normativa de 
rango constitucional como es un proyecto de reforma de la Constitución chilena, con mayor razón pue-
de sostenerse no solo respecto de la norma mediante la cual se recortó la propuesta original de creación 
del Parque Nacional Ichigkat Muja y las que aprueban las concesiones mineras en ese ámbito, sino de 
los Decretos Legislativos infra-constitucionales emitidos por el Gobierno que no fueron consultados por 
los pueblos indígenas en general, como tampoco con los pueblos Awajún y Wampis.

8	 Documento aprobado mediante Decreto Supremo No.010-99-AG.
9	 Hocquengheim (s/f; 1999), Espinoza Soriano (2006), Taylor & Descola (1981); Taylor (1994a, 1994b).
10	 Guallart asocia estos enfrentamientos a avanzadas “mochica” que podrían haber ocurrido entre el 

300 a.C. y el 800 d.C. Aunque según lo reporta él tradición estos acontecimientos míticos o históricos 
habrían ocurrido en el río Santiago (Guallart 1990: 47-50).

11	 Hocquengheim s/f: 39.
12	 Otros nombres jívaro mencionados en los documentos coloniales son los Xiroa y los propios Xíbaro 

(en actual territorio Shuar), también derivados del término Shuar; así como a los Chapico que ocupa-
ban el alto Pastaza (posiblemente los antepasados de los actuales Achuar, que posiblemente derive de 
chapi, palmera yarina.).

13	 Guallart 1990: 90. Se dice que en una ocasión los españoles encontraron hasta 40 niños ahorcados por 
sus propias madres, una medida extrema para evitar que los capturaran y esclavizaran.

14	  En cambio los Wampis sí se vieron obligados a optar por quedarse de uno u otro lado en función de 
las respectivas ocupaciones por los ejércitos peruano y ecuatoriano.

15	 Las cuevas donde habitan los guácharos (Steatornis caripensis) ocurren en formaciones calcáreas que 
se encuentran en diversos puntos del territorio Awajún y presumiblemente Wampis.  Las cuevas son 
bien conocidas por el valor que se da a la captura de guácharos cuando están grasosos, en marzo. 
Cada cueva es propiedad de un individuo varón que la pasa como herencia a sus descendientes.  El 
dueño de la cueva invita a otros hombres a coger guácharos o puede cederla a una persona que le 
pida permiso.

16	 El pacto tenía también una dimensión individual. Cada jefe de destacamento debía consolidar sus 
relaciones con la población vecina y sus líderes y muchas veces resultaba en la posibilidad de bene-
ficiarse del acceso a oro aluvial lavado por los comuneros Awajún y Wampis que adquirían a precios 
irrisorios. 

17	 Ver más adelante y Fournier Coronado (1995: 80-91). 
18	 A inicios de la década de 1970 los Ministerios de Agricultura y Defensa implementaron el proyecto 

de colonización Alto Marañón, incluyendo el plan piloto Nueva Nazareth que abracó la creación del 
puerto fluvial de Imacita en pleno territorio Awajún. 

19	 En total se estableció 14 reservas en todo el ámbito territorial del pueblo Awajún.
20	 En diciembre de 1981 se reportó el traslado de los primeros 45 colonos por helicóptero pertrechados 

de herramientas y semillas apoyados por la cooperación belga. El plan duró muy poco.
21	 La primera parte de esta sección se basa muy de cerca  en  Missouri Botanical Garden, 2008; en  

http://www.mobot.org/MOBOT/research/ecuador/cordillera/introduccion.shtml
22	 “Cada parte constituirá dentro de su territorio y conforme a su legislación nacional, una zona de pro-

tección ecológica bajo soberanía y jurisdicción del estado respectivo, en las áreas y perímetros que se 
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señalan en el croquis adjunto. Ambas zonas ecológicas tendrán un mismo nombre y serán colindantes 
y coincidentes en el sector de la frontera común que comprendan”.

23	 La “Zona Reservada Santiago-Comaina” fue creada mediante Decreto Supremo 005-99-AG con una 
extensión de 863,277 ha. Su ampliación se hizo mediante el Decreto Supremo 029-2000-AG. La am-
pliación decretada en el año 2000 extendió la Zona Reservada hasta el distrito de Morona en la Región 
Loreto para abarcar la Cordillera de Kampankis.

24	 Acta de “Acuerdos tomados en la reunión de Jefes de las comunidades del sector Cenepa sobre la 
Zona Reservada Santiago-Comaina”, Mamayaque 6.10.1999.

25	 Organización Internacional de las Maderas Tropicales, Fundación Natura, Conservación Internacio-
nal, 2006: 95.

26	 Las reuniones y talleres entrañaron largos debates debido a la desconfianza que algunas organizacio-
nes y comunidades tenían respecto de las garantías que podían dar las diversas figuras de protección 
ambiental.

27	 “Acta de la Reunión de Presentación de la Propuesta del Parque Nacional Cordillera del Cóndor”, 
Huampami, 29 y 30 de marzo de 2004.

28	 El Área de Amortiguamiento del Parque abarcaba 369,666.76 ha. Ésta se superponía a las áreas de-
marcadas a favor de las comunidades nativas Awajún y Wampis de las cuencas del río Cenepa y San-
tiago haciendo de estas comunidades pieza importante de la estrategia de conservación y protección 
de la Cordillera del Cóndor. 

29	 Actualmente COFOPRI alega que requiere que la parte interesada financie un presupuesto de 
385,588.74. nuevos soles para realizar las labores de saneamiento físico legal sobre 67,185 ha que 
se estimaba estaban pendientes de demarcación para la titulación (Oficio Nº 606 – 2008-COFOPRI/
DFINT, 22.4.2008).

30	 Carta 438-2001-INRENA-J-DGANP firmada por el Jefe de INRENA, 9.11.2001.
31	 Los proyectos se clasifican en categorías que se definen por la intensidad de la actividad y el área que 

es directamente afectada por su ejecución. La categoría B supone la construcción de 20 plataformas 
de perforación o menos (en esta caso 17) y que los accesos e instalaciones para la exploración no su-
peren en total 10 hectáreas. No había solicitado autorización anteriormente a pesar de que en el 2003 
y 2004 había explorado con equipo semi-pesado, haciendo perforaciones y caminos bajo un contrato 
de opción con la empresa AngloGold. 

32	 Directiva 002-2005-INRENA-IANP, así como una Resolución de Intendencia (026-2005- INRENA-
IANP).

33	 La empresa alegó que la Zona reservada se “efectuó violando el Acuerdo Amplio Peruano-Ecuatoria-
no de Integración Fronteriza…” por lo que debía ser derogada.

34	 Esta irregular presencia no pasó desapercibida en Agricultura donde se cuestionó que un particular par-
ticipara en reuniones entre los diferentes sectores para la definición de la política de estado haciendo que 
“los resultados de estas reuniones no pudieran ser considerados como propuestas válidas de las mencio-
nadas políticas, convirtiéndose en posiciones específicas sobre la empresa Minera Afrodita S.A.C.”. 

35	 La empresa pasó a denominarse luego Ecometals en Ecuador. Todavía en diciembre del 2007 en los es-
tados financieros auditados a diciembre del 2007 de Goldmarca Limited, tras su cambio de nombre a 
Ecometals, Afrodita continuaba registrada como propiedad de Goldmarca-Ecometals (http://www.
ecometalslimited.com/assets/pdf/EML2008.pdf).

36	 Como resultado de ello la zona reservada pendiente de categorización definitiva pasó a abarcar 
398,449.44 ha. en la Cordillera de Kampankis donde se había previsto establecer una reserva comunal 
cuya creación está pendiente.

37	 “Separan a militares que cobraban por tráfico de oro en la frontera con Ecuador Separan a militares 
que cobraban por tráfico de oro en la frontera con Ecuador, www.agenciaperu.com/actualidad/2006/
sep/wagner_oro.html

38	 Ver Ideele, febrero-marzo 1995.
39	 Citado en Somos, El Comercio (febrero 1995).
40	 http://www.cooperaccion.org.pe/modulo/boletin/boletin_117.pdf.
41	 www.congreso.gob.pe/congresista/2001/lguerrero/paginas/fiscalizadora0.htl
42	 ww.ecoportal.net/content/view/full/87600
43	 Oficio RE (SAA-SUD-APA-ECU) Nº 2-9-B/9, Opinión sobre propuesta de creación del Parque Ichi-

gkat Muja – Cordillera del Cóndor, 18.1.2006, dirigido al Intendente de Áreas Naturales Protegidas 
del INRENA.

44	 Estos estudios han determinado que las filtraciones de agua de los socavones, trabajados tanto por 
Afrodita como por los mineros informales que han ingresado desde el Ecuador a las concesiones de la 
empresa, así como la escorrentía originada en el movimiento de tierra genera agua extremadamente 
ácida “debido al intemperismo y la meteorización propias de la zona donde la lluvia es intensa (In-
forme del Perito Minero Ing. David Romero Ríos del 11.4.2004 aprobado por la Dirección de Fiscali-
zación Minera, la cual concluyó que “en el área de la Concesión Comaina 1” de la Compañía Minera 
Afrodita S.A. existe labores mineras subterráneas abandonadas y hay indicios de contaminación am-
biental” (Informe Nº 530-2005-MEM-DGM-FMI/SM). Según información del suboficial encargado 
del P.O. Tambo, esto ocasionaría que los peces mueran y los que beben de esa agua enfermen.

45	 Recientemente la empresa ha procurado hacer acuerdos con una organización paralela creada por el 
gobierno tras los sucesos de Bagua del 5 de junio “para apoyar las actividades de la empresa en su fase 
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de exploración” según acredita en su nueva solicitud y Declaración de Impacto Ambiental presentada 
a la Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros en agosto del 2009. En el año 2006 las comu-
nidades consideraron necesario cambiar a las autoridades de sus organizaciones que habían accedido 
a dar una autorización temporal para las actividades de exploración sobre la base de una información 
fraudulenta que consistía en explicar que sólo realizarían actividades de cateo cuando habían realizado 
y se aprestaban a realizar perforaciones diamantinas desde más de una decena de plataformas.

46	 La movilización convocada por AIDESEP y sus organizaciones afiliadas planteaba en general la de-
manda de derogatoria de una serie de decretos inconsultos que atentaban contra el régimen comunal 
y los derechos colectivos y el proceso masivo de concesión de la amazonía para industria petrolera. 
Las comunidades Awajún y Wampis rechazan la concesión del Lote 116 a favor de Hocol que se su-
perpone a numerosas comunidades y la Reserva Comunal Tuntanain.

47	 Este procedimiento fiscal continúa su curso a pesar de que ninguna de las personas retenidas por la 
comunidad indígena se ha presentado a declarar ante el mismo ni tampoco ha brindado declaracio-
nes acusatorias contra dicho dirigente.

48	 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado: “La criminalización de la legítima mo-
vilización y protesta social, sea a través de represión directa a los manifestantes, o a través de investigación y 
proceso criminal, es incompatible con una sociedad democrática donde las personas tienen el derecho de mani-
festar su opinión”.

49	 Esta decidida opinión y la abierta oposición de los Awajún determinó que la minera Newmont, que 
en el año 2000 había iniciado acciones para trabajar en la zona, abandonara sus planes.

50	 www.minem.gob.pe/archivos/dgaam/publicaciones/evats/puno/puno7.pdf
51	 Ver la página institucional de Cardero Resources (www.cardero.com/i/pdf/.Presentation_14Nov2008.

pdf). Sus conexiones con la minera Corriente Resources que opera en Ecuador, de la que Ballón había 
sido Vicepresidente para Sudamérica, le proporcionaron sin lugar a dudas información geológica pri-
vilegiada ya que los numerosos yacimientos a su nombre, mayormente adquiridos en el 2006, están 
ubicados frente al llamado proyecto Fruta del Norte, el descubrimiento aurífero más importante de la 
Cordillera del Cóndor, en el lado ecuatoriano. 

52	 Dorato no figura como empresa en el Registro Minero pero figura en éste una de sus accionistas em-
pleada del Estudio.

53	 Tan es una empresa extranjera que el contrato redactado en inglés y registrado en Canadá incluye 
una cláusula que establece que corre por cuenta de Dorato la obtención del decreto que autorice la 
presencia de una empresa extranjera en la línea de la frontera!

54	 Uno de los problemas para contar con una cabal apreciación del posible impacto y riesgos de los 
proyectos en la frontera es que no se cuenta con un estudio que describa pormenorizadamente las 
acciones e intervenciones previstas, las medidas de mitigación y los impactos potenciales. Menos 
aún se conoce el derrotero que adoptaría la fase de explotación aunque la empresa ha hecho saber 
que las operaciones de explotación se llevarían a cabo a tajo abierto y empleando el método de 
cianuración según consta en un video grabado y proporcionado por Jorge Bedoya Torrico a diver-
sas autoridades, 2005. En el lado ecuatoriano están en desarrollo algunos yacimientos mineros a 
tajo abierto en Panintza a cargo de Ecuacorriente en la margen izquierda del río Zamora (http://
www.corriente.com/media/PDFs/financials/CTQ_2007_AR_complete.pdf). Se ha sostenido que 
las operaciones de Afrodita-Dorato harían el procesamiento del mineral en el lado ecuatoriano, 
aunque no hay evidencia de acuerdos empresariales u oficiales al respecto. 

55	 Informe No.487-2006-INRENA-IANP-DOANP de fecha 04 de agosto de 2006, en: Expediente de la 
concesión minera “Halcón 1”, Distrito del Cenepa.

56	 El informe del Perito Fiscal Ing. David Romero Ríos (que había realizado previamente una ins-
pección en el 2004) señala: “la empresa Minera Afrodita está aprovechando en todas las zonas de 
Pasivos Ambientales realizando muestreo sistemático” (22.1.2009).

57	 Informe de la Ing. Rosaura I. Minaya; en Expediente Proyecto Afrodita de archivo SERNANP (abril 
2005).

58	 Posiblemente quiso decir fluviales! (Expediente Afrodita Nº 1,415, Dirección de Asuntos Ambienta-
les Mineros, iniciado en agosto 2004).

59	 Antes de contar con autorización la empresa había establecido y perforado en 7 plataformas, de 6 
x 4 y 4 x 4 metros, con movimiento de tierras y desbroce de terrenos. pero no fue sancionada. De 
la misma manera, a lo largo del 2008 realizó actividades de exploración sin contar con un nuevo 
permiso (Oficio 034-2009 del 23 de enero del Viceministro de Minas, Felipe Isasi al Presidente de 
ODECOFROC y al alcalde provincial de Condorcanqui asegurando que la minera Afrodita no tenía 
permiso de exploración ni de explotación”. Al término de las actividades de exploración del 2007 
OSINERGMIN no llevó a cabo una inspección de cierre como correspondía, las que ha llevado a 
cabo recién en enero del 2009.

60	 Tratándose de una zona de gran fragilidad el informe solicitaba una evaluación ambiental que 
incluyera el diseño de un sistema de monitoreo. 

61	 También respecto de algunos petitorios que fueron anulados por hallarse en la zona de amortigua-
miento del Parque Nacional INRENA señaló “que el desarrollo de actividades mineras en dichos 
petitorios conlleva una elevada probabilidad de contaminación” por hallarse éstas a menos de 
10 kilómetros del mismo, precisando: “Si a esto sumamos que es una zona con constantes llu-
vias durante todo el año y que los contaminantes que se generarían serian llevados rápidamente 
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por acción de las aguas al interior de la Reserva Comunal Tuntanain” (Informe de INRENA No. 
941-2007-INRENA-IANP-DOANP de fecha 08 de enero de 2008, Expediente de concesión minera 
“Lahaina 1”).

62	 http://www.minem.gob.pe/archivos/dgaam/publicaciones/evats/puno/puno7.pdf. En noviem-
bre del 2005 ODECOFROC llamó la atención sobre este punto al Ministerio de Energía y Minas en 
un oficio de fecha 28.11.2005. En varias ocasiones las comunidades y sus organizaciones denuncia-
ron la existencia de impactos por las actividades de exploración. Una de estas fue motivo de una 
investigación del Ministerio de Energía y Minas (Informe de MEM Oficio 530-2005-MEM-FMI/SM, 
del 18.5.2005, donde se comunica a INRENA que se continuará con las investigaciones a la Empresa 
Minera Afrodita SAC “ya que encuentran indicios de contaminación ambiental” y de una investi-
gación de la Fiscalía. La empresa alegó en un caso que la muerte de peces debía obedecer al uso de 
barbasco en la pesca…

63	 Documento presentado por la Co. Minera Afrodita e inserto en el Expediente Afrodita Nº 1,415, 
Dirección de Asuntos Ambientales Mineros, iniciado en agosto 2004.

64	 Informe “Riqueza y Sostenibilidad: Dimensiones sociales y ambientales de la Minería en el Perú”. 
Banco Mundial, 11 de abril de 2005. Resumen Ejecutivo.

65	 Documento preparado por ODECOFROC y el Grupo de Trabajo Racimos de Ungurahui.
66	 Informe No.487-2006-INRENA-IANP-DOANP de fecha 04 de agosto de 2006, en: Expediente de la 

concesión minera “Halcón 1”, Distrito del Cenepa.
67	 Carta 438-2001-INRENA-J-DGANP de Ing. Prieto Celi, Jefe de Inrena,  a Tomás Guerrero de la Co. 

Minera Afrodita, 9.11.2001.	
68	 Informe Nº 487-2006-INRENA-IANP-DOANP de fecha 04 de agosto de 2006, en: Expediente de la 

concesión minera “Halcón 1”, Distrito del Cenepa (subrayados nuestros).
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